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Señores miembros del Jurado: 
“En cumplimiento del Reglamento de Grado y Títulos de la Universidad Cesar Vallejo, 
presento a ustedes la investigación titulada: El delito de Omisión a la Asistencia Familiar 
y su incidencia en el Proceso Inmediato, en Lima Norte, 2018”, la misma que se somete a 
vuestra consideración a la espera que cumpla con los requisitos de aprobación para obtener 
el título Profesional de Abogado. 
 
La finalidad de la presente investigación es determinar si es procedente la aplicación del 
proceso inmediato para los delitos de Omisión a la Asistencia Familiar, si cumple con los 
presupuestos para su aplicación y si resulta ser eficaz en su práctica. Pues es mucha la 
controversia generada desde la promulgación del decreto legislativo 1194, el cual trajo 
consigo modificaciones a los artículos 446, 447 del código procesal penal en cuanto a la 
aplicación del proceso inmediato. 
 
Esta investigación ha sido elaborada en base a todas las experiencias y conocimientos 
adquiridos durante el tiempo de formación profesional, bajo los parámetros establecidos por 
la escuela de derecho y bajo la guía de mis asesores, todo ello a fin de cumplir con los 
objetivos planteados. 
 
Cumpliendo así con el Reglamento de grados y títulos de la Universidad Cesar Vallejo, en la 
forma y contenido del presente trabajo, el cual se ha organizado de la siguiente manera; en la 
primera parte se encuentra la introducción del trabajo, la realidad problemática, los 
antecedentes nacionales e internacionales, el marco teórico con todas las fuentes usadas para 
le elaboración del presente, junto con el planteamiento del problema, los supuestos y 
objetivos. 
 
En el segundo capítulo se detallan los métodos empleados para la elaboración del presente 
trabajo, los resultados y la discusión a la que se sometió para llegar a dar las conclusiones y 
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La presente investigación ha sido desarrollada en base al enfoque cualitativo con un diseño de 
investigación fenomenológico, con lo que se busco adquirir experiencia a través de las 
vivencias de los expertos en el tema, reforzando así todo lo aprendido para el mejor desarrollo 
de los objetivos planteados. Se ha propuesto como objetivo general el de mostrar  si es 
procedente la aplicación del proceso inmediato para los delitos de omisión a la asistencia 
familiar. 
 
Pues a partir de la promulgación del decreto legislativo 1194, en fecha 25 de noviembre del 
2015, el cual incorpora a los delitos de omisión a la asistencia familiar como uno de los 
supuestos  para la aplicación del proceso inmediato, se han creado diversos debates en relación 
a este tema, pues desde que fuese implementado han surgido cuestionamientos como si fue 
apropiada la promulgación de esta o si en realidad cumple con el objetivo por el cual se 
implemento. 
 
A nuestro entender la aplicación del proceso inmediato para este tipo de delitos nace a partir de 
una necesidad, la cual es la del descongestionamiento de los proceso judiciales, pues cierto es 
que existe una gran carga procesal en los juzgados a nivel nacional, y en muchos de ellos hay 
una gran porcentaje de casos por delitos de omisión a la asistencia familiar, por lo cual 
consideramos oportuna la aplicación de este proceso para este tipo de ilícito.  
 
Para el estudio de este tema se han utilizado técnicas e instrumentos como la entrevista a 
expertos en el tema, para que a partir de sus vivencias podamos entender mejor el tema y como 
es que se lleva a cabo la aplicación del mismo. 
 





This research has been developed based on the qualitative approach to the design of 
phenomenological research, with which the search has become the experience of experts in the 
field, thus reinforcing everything learned for the best development of the objectives set . It has 
been proposed as a general objective it has been shown that it is a process of omission of 
family assistance. 
 
Since the promulgation of Legislative Decree 1194, dated November 25, 2015, which 
incorporates the times of omission to family assistance as one of the assumptions for the 
application of the immediate process, several debates have been created in relation to To this 
topic, since it was implemented. 
 
To our knowledge the application of the immediate process for this type of crime is born in a 
need, which is the decongestion of the judicial processes, because there is a large procedural 
burden in the courts nationwide, and in many of them there is a large percentage of cases for 
crimes of omission to family assistance, for which we consider timely the application of this 
process for this type of crime. 
 
For the study of this topic, techniques and instruments such as the interview and the experts on 
the subject have been used for the subject. 
 



























































Uno de los grandes problemas dentro de nuestro sistema judicial es la excesiva carga 
procesal, la cual produce una demora en cuanto a la resolución de conflictos que se suscitan 
en nuestro entorno social. En razón a ello el legislador a buscado siempre contribuir con la 
celeridad y eficacia de los proceso judiciales. 
Una muestra de eso es la reciente reforma procesal penal, la cual ha generado controversia y 
algunos detractores, esto más que todo a causa del desconocimiento que se presenta. Una de 
estas nuevas modificaciones a considerar es la que trajo consigo el decreto legislativo 1194, 
promulgado el 25 de noviembre del 2015, el cual trazaba como uno de sus supuestos la 
aplicación de forma obligatoria del proceso inmediato para los delitos de omisión a la 
asistencia familiar, con la que se busca dar celeridad a este tipo de proceso que forman un 
gran porcentaje en la carga procesal existente de las diversas sedes judiciales. 
En la provincia de Lima, específicamente en el sector de Lima Norte, el cual está 
comprendido por un aproximado de ocho distritos, se tiene como órgano jurisdiccional 
máximo a la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, donde se llevan a cabo todos los 
procesos judiciales de mayor relevancia. Son los magistrados quienes dan cuenta de los 
vacíos legales o deficiencias normativas que se presenten en cuanto a la aplicación del 
derecho. De acuerdo al artículo 21° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el artículo 107° 
de nuestra Carta Magna, todo ello a través del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial y 
Congreso de la República junto al Ministerio de Justicia. 
Y son ellos quienes pueden dar un testimonio fiel de la realidad, en cuanto a la aplicación de 
esta reforma, la controversia que se ha suscitado en cuanto al tema de la aplicación del 
proceso inmediato para los delitos de omisión a la asistencia familiar es frecuente ya que 
muchos se cuestionan la obligatoriedad con la que se debe aplicar este proceso, pues el punto 
de quiebre parte de si se le estaría quitando la libertad al ministerio publico de dirigir el 
proceso a su consideración, y no solo es ese el tema en debate, pues desde la promulgación 
del decreto legislativo 1194 se cuestiona que dicho delito cumpla con la figura típica para la 
aplicación del proceso inmediato. 
1.1   APROXIMACIÓN TEMÁTICA 
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Cabe la duda entonces de si ¿será procedente o no la aplicación del proceso inmediato para 
los delitos de omisión a la asistencia familiar?, si esto ¿ha contribuido con la descarga de los 
proceso judiciales? y si ¿resulta o no eficaz su aplicación? 
Pues a nuestro entender el delito de omisión a la asistencia familiar si cumple con los 
supuestos para la aplicación del proceso inmediato y es una gran solución que se presenta 
para la gran carga procesal existente, pues según informes este tipo de delitos de ilícitos es 
uno de los más frecuentes. 
Por ello consideramos que se puede considerar eficaz su aplicación, no solo por el hecho de 
contribuir con el descongestionamiento de los casos en sede judicial, sino también por la 
celeridad presente en ello, con lo cual se logra un mejor funcionamiento de los órganos 
encargados de la aplicación de justicia en el país. 
Antecedentes Nacionales 
Angeludis (2013) en su investigación sobre: “La Omisión a la Asistencia Familiar y su 
aplicación en la legislación peruana”, planteo como objetivo general determinar cuál es la 
influencia que existe entre el delito de Omisión a la Asistencia Familiar y su aplicación en el 
Derecho Penal. El instrumento de investigación que se uso fue la encuesta como técnica y un 
cuestionario de aproximadamente 14 preguntas. Concluyendo su investigación con el 
análisis de los datos que le permitieron establecer que muchos de los casos del 
incumplimiento de asistir a las personas miembros de su familia no son tomadas en cuenta 
muchas veces por el propio obligado, entonces es la sanción penal la única que se encarga en 
hacer cumplir dicha obligación, pues lo que se busca con esta es proteger al menor 
alimentista y sancionar la desobediencia generada por parte de quien se encuentra obligado.  
Según el autor, la sanción penal nace a través del incumplimiento de un deber que surge por 
la relación existente entre el obligado y el alimentista, siendo la vía penal la salida más 
próxima dada para que se cumpla con dicha obligación de prestar alimentos.  
Mendoza (2012) en la tesis sobre “Efectos del delito de omisión a la asistencia familiar en la 
detención judicial”, para optar el grado de Maestro en derecho por la Universidad Inca 
Garcilaso de la Vega Lima, Perú; en la investigación se planteó como objetivo determinar 
cuál es la frecuencia con la que se da la omisión a la asistencia familiar para los proceso de 
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detención judicial. Empleando una investigación de tipo aplicativa descriptiva con una 
muestra de 49 jueces y asistentes judiciales. Utilizando a la encuesta como una técnica y al 
cuestionario como un instrumento. Concluyo que la omisión a la asistencia familiar es el 
hecho generador para que se configure el tipo penal, en este caso la detención judicial. 
En muchos de los casos de omisión a la asistencia familiar, se configura a la omisión como 
tal el hecho generador para la imputación de tal delito. Tal como señala el autor es a partir de 
esa acción que se configura la conducta delictiva. 
Loloy (2010), en su tesis para obtener el título de abogado, titulada «La eficacia de la prisión 
efectiva en el delito de omisión a la asistencia familiar en los juzgados penales”, En esta 
investigación, el autor postula como objetivo los alcances de las sentencias emitidas por una 
sala penal en temas de Omisión a la asistencia familiar, donde utilizo la entrevista como 
instrumento para los 10 especialistas que aportaron en el tema. Concluyendo así el autor con 
que las sentencias emitidas por el juzgado penal en temas de omisión a las asistencia 
familiar, se dirige a cumplir con la aplicación de la pena, restringiendo de la libertad a una 
persona, mas no se toma en cuenta a lo que en realidad persigue este delito, que es cumplir 
con dar los alimentos, siendo en este caso el alimentista el más afectado. 
Tal como señala el autor es a considerar que si bien se impone una sanción penal para la 
persona que omite prestar alimentos, se debe tener en cuenta también que al detener a quien 
presta alimentos, este no podría hacerlo por el hecho de estar impedido. Previendo la ley 
figuras como la de los ascendientes o descendientes quienes también se encuentran 
facultados a cumplir con dicha obligación en el caso de que el obligado principal se 
encuentre imposibilitado de hacerlo. 
Navarro (2014) en su investigación: “El incumplimiento del deber Alimentario en niños y 
niñas Adolecentes”, plantea como objetivo mostrar la creciente ola de incumplimiento en 
cuanto a la asistencia familiar presente en niños y niñas adolecentes. Utilizando para ello la 
encuesta como un medio y un cuestionario de 20 preguntas realizadas a personas 
conocedoras del tema, tales como jueces, abogados y asistentes judiciales. Concluyendo su 
investigación con que existe un alto índice de incumplimiento por parte de los padres a 
prestar asistencia a sus menores hijos, y que en muchos de los casos que se han visto ellos 
consideran que por ser adolecentes ya no requieren de su ayuda, en lugar a eso dejan de lado 
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su obligación y se dedican a otras cosas, lo que conlleva a la comisión de un delito pues este 
menor de edad aun depende de sus padres. En conclusión hace mención a la 
despreocupación por parte de los padres de prestar alimentos a sus menores hijos y que esta 
acción conllevaría a la afectación directa del desarrollo e integridad del menor y a su vez 
también se darían los presupuestos para la comisión del delito de Omisión a la asistencia 
familiar. 
A lo que refiere el autor no es más que una realidad, esto en base a que muchos de los casos 
que se han podido apreciar casos donde son los obligados a cumplir con su responsabilidad 
los que la omiten por el hecho de creer que su obligación a prescrito cuando el alimentista ha 
cumplido una edad prudente, para ello la legislación ha previsto este tipo de incidente, donde 
el alimentista puede pedir el sustento de ello hasta pasada la mayoría de edad, siempre que 
demuestre la necesidad que tiene y su poca capacidad de auto sostenerse. 
Para Regalado (2014) en su tesis denominada “Salidas Alternativas y sus Efectos en el 
Código Procesal Penal, aplicados en el Distrito Judicial de Huaura (2013 – 2014)”, teniendo 
como objetivo general definir aquellas alternativas que conllevan a un mejor funcionamiento 
del sistema de administración de justicia, con una encuesta realizada a en la ciudad de 
Huaura, se llego a concluir: que las alternativas presentadas para la aplicación del derecho 
son mecanismo de celeridad procesal considerados dentro de los procesos especiales. Ya que 
cierto es que lo que buscan o el fin con el que se da la aplicación de estos mecanismos es el 
de terminar o resolver de forma oportuna el caso que se esté suscitando. 
Lo que precisa el autor es que resulta más que necesaria la aplicación para este tipo de 
procesos, pues ello contribuye con un mejor funcionamiento en la celeridad de los casos. Son 
entonces el proceso inmediato, la confesión sincera, la terminación anticipada, algunos de 
los procesos regulados que buscan acelerar los casos presentes en vía judicial. Por ello es que 
resulta muy apropiada su implementación. 
Benítez (2010), en su tesis titulada: “Mecanismos de Celeridad Procesal”, donde plantea 
como objetivo demostrar la función y resultados de los mecanismos procesales, y en base a 
una entrevista realizada a 20 especialistas y con dos análisis a jurisprudencia relevante para 
la investigación, concluyo que los mecanismo de celeridad son herramientas que han sido 
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dadas por el legislador con el fin de agilizar el proceso, siempre respetando el derecho de los 
demás.  
Tal como mención el autor con la reforma procesal se han dado cambios en el ámbito del 
derecho procesal penal, mostrando ello un cambio y mejora para la tratativa de los diferentes 
casos que se puedan presentar. 
Antecedentes Internacionales 
Para Moya (2006) en su investigación “Los fallos penales por inasistencia alimentaria: un 
desfase entre la ley y la realidad judicial”. Plantea como objetivo principal que el delito de 
asistencia alimentaria es considerado entre el segundo y tercer delito más cometido en 
Colombia, ello en razón a su carencia de fuerza en la aplicación de las normas, realizando la 
técnica de análisis documental, Moya, nos dice que no existen coincidencias entre el 
legislador y quien aplica las normas, esto parte de que las condenas no son proporcionales a 
lo previsto para la sanción de este tipo de delitos, lo cual conlleva a decir que se está dando 
una mala aplicación de la justicia. 
Monge (2012), en su tesis denominada “La Constitucionalidad del Procedimiento Penal de 
Flagrancia”, realizado en la ciudad de San José - Costa Rica, donde concluye El 
procedimiento de flagrancia presenta una serie de particularidades que lo distinguen del 
trámite ordinario, y de otros procesos especiales existentes en el Código Procesal Penal 
actualmente. Su principal contraste con la tramitación ordinaria radica en la supresión de las 
etapas preparatoria e intermedia, aunque se mantienen algunos actos procesales que, 
normalmente, se llevan a cabo en dichas etapas, como la conciliación y el uso de medidas 
alternativas”. 
Armenta (1991) en su investigación “Criminalidad de bagatela y principio de oportunidad: 
Alemania y España”, plantea como objetivo analizar la eficacia del principio de oportunidad 
como mecanismo de reducir la carga procesal y simplificar el proceso. Utilizando para ello 
instrumentos como la encuesta y cuestionario en diversos órganos jurisdiccionales. Concluye 
que si bien estos delitos son de menor grado, eso no le quita el mérito a su incidencia pues al 
ser delitos bagatela se ven mucho más casos que generan un colapso en el sistema y una gran 
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carga procesal, viendo así que el principio de oportunidad es eficaz ante la lucha contra este 
tipo de ilícitos. 
1.2 MARCO TEÓRICO 
PROCESO INMEDIATO 
Es una de las herramientas básicas del proceso penal, con la que se busca brindar un mejor 
funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, este proceso especial permite saltar etapas 
del proceso común. Según su naturaleza es propio mencionar la diferencia que este tiene al 
proceso común, teniendo en cuenta que ello se basa en la aplicación de la celeridad, eficacia 
y simplificación procesal. 
Para Jara, Mujica y Ramírez, (2009). “Este proceso consiste en omitir la etapa intermedia, 
para pasar directamente a la etapa de juzgamiento”. (p. 53) 
De otro lado Herrera (2017), “Señala que el proceso inmediato ofrece una eficiente 
alternativa para poder obtener una sentencia rápida”. (p. 9) 
Castro (2016), nos dice que la esencia principal del proceso inmediato; “está basada en 
principios como la inmediatez, celeridad, economía y la reducción de tiempo y recursos para 
una resolución de controversia”. (p. 448) 
Según Sánchez (2009), menciona que “El proceso inmediato es un proceso especial 
orientado en las reglas de simplificación procesal, cuya finalidad es buscar que se aligere el 
procedimiento, evitando etapas como la de la investigación preparatoria”. (p. 364) 
Teniendo en cuenta todo ello podemos decir que la base en la que se sustenta la aplicación 
del proceso inmediato es la simplificación, pues como denotan los autores, este proceso 
busca la celeridad y eficacia en la aplicación del derecho. 
Tomando en cuenta la definición de inmediato, dada por el diccionario de la Real Academia 
Española (2001),  define a la palabra inmediato, como acción que sucede enseguida, sin 
tardanza o retraso alguno.  
El proceso inmediato es entonces un medio que sirve para resolver las controversias dadas en 
sede judicial de acción penal, donde se busca brindar una acción rápida para los casos para 
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los que fue previsto este proceso, casos donde no se requiera una mayor acción de indagar o 
probar, ya que existirían los suficientes medios para realizar la acusación. 
Para Reyna (2009), “El proceso inmediato es considerado como tal, un proceso singular 
totalmente distinto a un proceso común, pues este busca disminuir el tiempo, saltar etapas, la 
celeridad y simplificación del proceso son unas de sus finalidades, pero estos se dan 
mayormente para los casos en los que no se solicite información relevante, siendo así que el 
fiscal puede formular su acusación en base a todo los elementos que le genere certeza”. (p. 
11). 
Jelmut (2016), por su parte nos dice que “El proceso inmediato es conocido también como 
un modo de simplificar el proceso, el cual debe tener presente siempre los principios básicos 
del derecho al igual que los del propio debido proceso. Lo que se busca con este tipo de 
proceso es el de mejorar la aplicación de la ley e terminar o frenar con el alza delictiva 
presente en nuestra sociedad actual, contribuyendo así con la seguridad ciudadana al igual 
que con la economía procesal”. (p.194). 
El proceso inmediato es un proceso especial que busca la celeridad en los procesos penales, 
pasando directamente por la fase del juicio oral, no tomando en cuenta las dos etapas de la 
investigación preparatoria de un proceso común. 
Yataco (2009), “Define al el proceso inmediato como la celeridad de los casos que le 
interesa al cuidado, en donde busca ver resulta todas sus expectativas entre una de ellas 
tenemos a la las importante la cual es la celeridad y racionalidad”. (p. 606) 
Tenemos entonces que este proceso se puede expresar con claridad el objetivo buscando la 
celeridad del procedimiento común, donde existan suficientes elementos de convicción y 
pruebas las cuales no requieran mayor investigación siendo una de las características más 
primordiales de este proceso. 
Por su parte, Paucar (2015), nos dice que “Es un proceso especial que busca la 
simplificación procesal, la cual busca abreviar al máximo el procedimiento, permitiendo 
obtener la celeridad al proceso ,sin embargo es preciso señalar que debe darse a la defensa 
del imputado un plazo determinado para realizar una defensa eficaz que no vulnere ni afecte 
sus derechos”. (p. 214) 
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Como bien definen los autores, muchos consideran al proceso inmediato como tal. Pues este 
busca disminuir la carga procesal y acelerar los procesos, saltando etapas, pero siempre 
cuidando el respeto con los derechos de a quien se acusa, y un debido proceso. 
Al hablar del proceso inmediato no podemos dejar de mencionar como una de sus 
principales características a la celeridad; la cual representa el saltar etapas. 
Como bien se sabe dentro de nuestro contexto social, se vienen dando casos donde la 
delincuencia ha alcanzado sus más altos niveles de peligrosidad, en razón a ello considero 
apropiada la implementación de este proceso, el cual facilita la aplicación de penas, 
sanciones a quienes cometen delitos que afectan no solo a las víctimas de este, pues sino a 
toda una sociedad. 
Considerando esto, se ratifica nuestra opinión anterior respecto al contexto social y la 
necesidad de implementación de un proceso como este para la celebración y ejecución de 
penas para quienes cometan un ilícito penal. 
Podemos entonces definir al proceso inmediato, como a aquella solución a la carga procesal 
que se genera por el alto índice delictivo, naciendo este en respuesta a aquella necesidad. Un 
proceso especial como resaltan nuestro referentes, proceso que salta etapas y que por ello lo 
hacen especial, que hacen que este sea la opción más viable para combatir con el alto índice 
de incidencia delictiva. 
Pero para la aplicación de este se requieren cumplir con ciertas características fundamentales 
a cumplir, ya que como bien se sabe existe un proceso común que se da para los delitos en 
general, pero de este devienen otros como el proceso inmediato, que tratan de suplir al 
proceso y facilitar los mismo, todo ello a fin de reducir los plazos y la ejecución oportuna de 
una sanción. 
ANTECEDENTE 
Existen muchos antecedentes sobre el proceso inmediato, pero el más próximo a considerar 
son en base a la legislación italiana; tomando en cuenta al juicio directo (guidizzio 
direttisimo) y el juicio inmediato (guidizzio inmediato).  
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Desde la concepción dada por la legislación italiana se han ido desarrollando diversos tipos 
de concepto; para Martínez (2015), el Giudizzio Direttissimo o juicio directo, consiste en la 
inmediatez, donde el juez esta frente al imputado sin pasar el filtro de la audiencia 
preliminar. El juicio directo procede cuando una persona ha sido detenida en la flagrancia 
delictiva o cuando ha confesado durante el interrogatorio los hechos que se le imputan. (p. 
589) 
Por otra parte la figura del Giudizzio Inmediato o juicio inmediato, es el Ministerio Publico 
el encargado de solicitar al juez, que la investigación preliminar que tenga un lugar en el 
juicio inmediato, cuando al acusado se le ha requerido la confesión de los hechos y este las 
haya aceptado y a su vez se hayan ofrecido o tengan las pruebas necesarias que den certeza 
de la comisión del hecho este se llevara a cabo. (p. 589) 
Tomando en cuenta la aplicación en el Perú, se tiene como antecedente la ley N° 28122 de 
fecha 16 de diciembre del 2003, Ley sobre Conclusión Anticipada de la Instrucción en 
Procesos por Delitos de Lesiones, Hurto, Robo y Micro comercialización de Droga, 
Descubiertos en Flagrancia con Prueba Suficiente o Imputados Sometidos a Confesión 
Sincera.  
La cual ya nos daba pinceladas de lo que se vendría con el pasar del tiempo puesto que la 
figura de un proceso que acelere la resolución de los casos y valla acorde con lo establecido 
por la ley en respeto de los derechos del imputado sonaba como una de la mejores 
alternativas al gran congestionamiento procesal que existe en nuestro sistema. 
Posterior a la promulgación de la mencionada ley, nace el amparo de la misma, la ley N° 957 
del año 2004,  la misma que trae consigo la regulación para aplicar la conclusión anticipada 
de ciertos delitos. 
Para Araya (2016), “El proceso inmediato es el proceso especial por excelencia que tiene su 
origen a nivel nacional en el proceso penal del año 2004, donde el objeto principal es el de 
otorgar una solución distinta a la de los delitos que se encuentran en flagrancia, así como de 
otros delitos de menor complejidad”. (p. 220) 
Es entonces el proceso inmediato, una solución a la carga procesal que se genera por el alto 
índice delictivo, naciendo este en respuesta a aquella necesidad.  
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Pero desde el tiempo en que se comenzó a regular esta figura las controversias se dieron con 
mayor frecuencia y esto pues que el desconocimiento hacia que lo que sería una solución se 
viera ya como un problema al momento de la aplicación del mismo. 
Actualmente la norma se encuentra estipulada en los artículos IV y IX del título preliminar, y 
en el artículo 60 del nuevo código procesal penal del 2004, y ha sufrido cambios 
significativos mediante el decreto legislativo 1194 que regula el proceso inmediato para los 
casos de flagrancia, modificando los artículos 446, 447 y 448, del código procesal penal, el 
cual fuese publicado en fecha 30 de agosto del 2015 y entrando en vigencia a partir del 29 de 
noviembre del 2015. 
DERECHO COMPARADO 
Cierto es que en otros países este tipo de procesos se encuentra más desarrollado, pues el 
hecho esta que en legislaciones como las de España o Italia, el proceso inmediato dio sus 
primeros saltos por medio de los procesos intermedio que ya mostraban el desarrollo de una 
nueva figura para el derecho procesal; sin ir tan lejos países de América como Costa Rica, 
Colombia, Portugal y Chile también vinieron probando este tipo de solución que se propago 
en razón a la necesidad de aplicar el derecho con celeridad, puesto que antes de ello no se 
había encontrado una respuesta más apropiada a la gran carga procesal generada en las sedes 
judiciales de las diferentes legislaciones. 
Para el caso de la legislación Argentina, fue a partir del año 2004 que se implementó este 
proceso para casos como los de flagrancia delictiva, en España la implementación fue dada 
con la ley N° 38/2002, donde este proceso tomo fuerza y se dio a conocer por ser 
considerado como un proceso que regula un juicio rápido, con el respeto de las normas 
establecidas. 
En el caso de Portugal se aplicó el proceso sumario, con características similares a las de un 
proceso inmediato, tales como las de celeridad e inmediatez, en Venezuela según su Código 
de procesos penales, prevé la aplicación del proceso inmediato para los casos de flagrancia. 
La legislación más próxima y parecida a la nuestra es la de Colombia donde se aplica el 
proceso inmediato con la omisión de la etapa intermedia, característica fundamental del 
proceso que tiene influencia sobre la legislación Italiana. 
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Como se mencionó anteriormente, las primeras aproximaciones acerca del proceso 
inmediato tiene su origen en la legislación Italiana, donde el guidizio inmediato, proceso 
contenido en su código procesal penal se contempla la aplicación de este, a cargo del 
Ministerio Publico quien lo puede solicitar, así también puede el imputado solicitar la 
aplicación del mismo; nótese aquí una distinción con la aplicación en nuestra legislación, 
pues para nosotros la aplicación del proceso inmediato antes de la nueva regulación era 
facultad exclusiva del fiscal, y ya con la nueva aplicación es una obligación, pero la figura 
no ha cambiado puesto que sigue siendo esta una facultad dada únicamente para que sea el 
fiscal en representación del ministerio público el que solicitara la aplicación del proceso 
inmediato. 
En España, se considera al proceso inmediato como una solución para la carga procesal y 
este solo se aplica para procesos con penas menores a los cinco años, como Lesiones, 
Coacción, Violencia Familiar, Hurto, entre otros delitos de baja peligrosidad, o los bien 
llamados delitos bagatela. 
A nivel de América, son los países como Chile y Colombia, los más próximos en cuanto a 
similitud con nuestra legislación actual, para Chile en el supuesto de flagrancia delictiva, son 
solo 12 las horas que se consideran para este hecho, a diferencia del caso Peruano donde son 
24 horas desde la comisión del hecho para que se pueda configurar como flagrancia. 
Después de ello los supuestos para la aplicación del proceso inmediato son los mismos pues 
así como lo presente en nuestro sistema jurídico, la aplicación de este proceso se da para 
casos especiales que no conlleven una pena privativa de la libertad mayor a los cinco años, 
teniendo la inhabilitación temporal y demás sanciones restrictivas como partes de las penas 
que han de aplicar. 
En la legislación Colombiana, el juicio inmediato está subordinado a dos supuestos que son; 
la prueba evidente e interrogatorio sobre los hechos. Esto básicamente para demostrar la 
culpa del imputado y evitar cualquier tipo de arbitrariedad o error dentro del proceso, los 
delitos a los que se le aplica este proceso son aquello de menor peligrosidad, donde es el 
fiscal el principal actor, quien solicita y pone al imputado a disposición del juez de garantías 
para ejercer un control en las audiencias. 
CAMBIOS CON EL DECRETO LEGISLATIVO N° 1194 
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En relación a la implementación del nuevo código procesal penal y el decreto legislativo N° 
1194, trajo consigo muchas modificaciones, puesto varios de los proceso cambiaron al 
momento de la regulación, y los dilemas y cuestionamientos no demoraron en llegar, siendo 
uno de ellos la modificación e inclusión de supuestos para la aplicación del proceso 
inmediato. 
Puesto que este proceso especial no tenía el uso adecuado antes de esta modificación, por lo 
que a partir de la vigencia de esta el uso del mismo ha ido aumentando en pro a favorecer 
con los casos de menor índole y con una liberación de carga procesal dada en las diferentes 
sedes jurisdiccionales. 
El decreto legislativo N° 1194, publicado el 30 de agosto del 2015, entro en vigencia a partir 
del 28 de noviembre del mismo año, con el cual se modificó de forma directa a los artículos 
446, 447 y 448 del código procesal penal del año 2004, los cuales son específicamente 
acerca del proceso inmediato. 
Según ello los cambios que se han dado con esta implementación son a criterio la creación 
de dos tipos o clases de procesos, los cuales van acorde a los supuestos, la flagrancia y la 
comisión evidente de un ilícito. 
Por ejemplo para la flagrancia sea esta en sus tres tipos; formal, estricta o cuasiflagrancia. En 
casos como conducción en estado de ebriedad y drogadicción, el proceso inmediato se 
saltara etapas como la investigación preparatoria y la etapa intermedia. 
Pero para los demás supuestos como la confesión sincera de un delito, la existencia de 
pruebas suficientes o el caso de la omisión a la asistencia familiar, se procederá con la 
investigación preliminar, una investigación preparatoria reducida, pero sin etapa intermedia. 
Siendo ello muestra de las características propias del proceso inmediato, el salto de etapas no 
simboliza la vulneración de los derechos del imputado, pues dentro de este proceso solo se 
actúa bajo los parámetros establecidos, es decir se toma en cuenta que ello tenga todo lo 
requerido para su aplicación, es por eso que se toma tal importancia al momento de aplicar. 
Aunque muchos catalogan de improvisada la nueva regulación, es un poco absurdo creer que 
sea así, pues el legislador ha buscado la forma de velar por los principios del debido proceso 
y también contribuir con la celeridad de los casos. 
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Sin lugar a duda uno de los cambios más significativos y por los que en mi opinión se está 
dando un uso frecuente de estos proceso es el de la nueva consigna donde se obliga al fiscal 
a aplicar el proceso inmediato, siempre y cuando se presenten los supuestos preestablecidos 
para su aplicación. 
Sin bien el proceso inmediato no es un proceso recientemente incorporado a nuestra 
legislación, cierto es que el desconocimiento hacia que no se de uso a este, pues anterior a la 
modificación dada con el decreto legislativo 1194, este proceso estaba en manos del fiscal, 
es decir era el fiscal quien decidía y tomaba en cuenta si se aplicaría o no, cambiando ello de 
forma radical ya que si antes era facultad del fiscal aplicar o no el proceso inmediato, ahora 
es una obligación para él, siempre que este cumpla con los supuestos previstos para su 
aplicación. Llegando con ello a cuestionarse sobre los principios de autonomía y titularidad 
de la acción penal. 
Para Salas (2016), “Con esta obligatoriedad dada por la norma se vulnera el principio de 
autonomía de parte del ministerio público, el mismo que se encuentra regulado en el artículo 
158 de la Constitución Política del Perú”.  
Y es cuestionable todo ello en razón a que si bien por una parte la obligatoriedad de este 
hace que proceso simples se resuelvan con mayor celeridad, se debe tener cuidado con las 
facultades que se le confiere al representante del Ministerio Público pues el será quien dará 
razón de lo actuado. 
LEGITIMIDAD CONSTITUCIONAL DEL PROCESO INMEDIATO 
El proceso inmediato, un proceso a aplicar para los delitos evidentes y a los supuestos de 
investigación simple o sencilla ¿afectan de modo alguno al proceso inmediato? 
No es un proceso configurado legalmente para condenar a los imputados, sino un proceso 
prever la comisión de un ilicito. Precisamente la realización de las audiencias de incoación y 
de juicio permite esclarecer probatoriamente el hecho punible con pleno cumplimiento de los 
principios de contradicción, igualdad, publicidad, inmediación y oralidad. No es, en todo 
caso, un proceso “ofensivo” que busca castigar al imputado, pues sino busca que se cumpla 
la obligación ya pendiente.  
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El rigor para determinar la existencia de sus presupuestos materiales y la ulterior de 
actuación contradictoria de la prueba, afirman la vigencia de la garantía de presunción de 
inocencia. Por ello, si el resultado probatorio no arroja la presencia de prueba legal, fiable, 
corroborada y suficiente los cuales son elementos insustituibles para cumplir con esta 
garantía,  el juez está en la obligación de dictar sentencia absolutoria. 
Desde esta perspectiva, algún sector de la comunidad jurídica consideró que los delitos de 
conducción en estado de ebriedad o drogadicción y los delitos de omisión de asistencia 
familiar que deben considerarse como conductas propias de delincuencia común, pues ellas 
presentaban dificultades para cumplir con las exigencias que requiere el proceso inmediato 
reformado. 
Los delitos de conducción en estado de ebriedad o drogadicción afectan la seguridad pública 
o colectiva. En tanto constituyen delitos de peligro real, ponen en riesgo la vida e integridad 
de las personas ante la vulneración de las disposiciones sobre circulación de vehículos, 
riesgo que abarca a toda la colectividad, como grupo genérico e indeterminado. El tipo legal 
se dirige tangencialmente también a la protección de la vida y la integridad física de las 
personas y requiere: 
A. La conducción en estado de ebriedad o drogadicción de un vehículo automotor. 
B. La disminución acreditada de la capacidad psicofísica del conductor. 
C. La minoración de la seguridad del tráfico.  
Para lo cual, se tendrá en cuenta no solo el grado de impregnación alcohólica o de otra 
sustancia similar detectada en el sujeto activo, sino también todo un cúmulo de 
circunstancias concomitantes al supuesto en particular: somáticas, espaciales, temporales, 
meteorológicas”. 
Lo protegido no es, en última instancia, algo sustancialmente diverso de la vida, la salud o el 
patrimonio de personas concretas, respecto a las cuales la idea de seguridad en el tráfico 
tiene una función meramente instrumental. 
Los delitos de omisión de asistencia familiar vulneran las obligaciones civiles impuestas a 
quienes tienen familia y lesionan y/o ponen en peligro, por los actos abusivos de aquellos, la 
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propia existencia y demás condiciones de vida de los alimentistas, limitando sensiblemente 
su derecho de participación social. En consecuencia, el ámbito de protección se funda en la 
“seguridad” de los propios integrantes de la familia, basadas en deberes asistenciales y cuya 
infracción es la base del reproche penal. 
En la incoación del proceso inmediato por delitos de omisión de asistencia familiar y de 
conducción en estado de ebriedad o de drogadicción, según el inciso 4, del artículo 446 del 
NCPP, se aclaró, que no hace falta que concurran los presupuestos y requisitos de evidencia 
delictiva y de ausencia de complejidad. Dicha conclusión interpretativa, no es aceptada por 
muchos. 
La justificación constitucional del proceso inmediato se basa, precisamente, en ello. Sin 
ellas, se vulnera la garantía de defensa procesal y se restringe irrazonablemente la garantía 
de tutela jurisdiccional, pues se propendería a la emisión de sentencias con prueba inidónea y 
con un nivel de celeridad que conspiraría contra la regularidad y equidad del proceso 
jurisdiccional. 
El delito de omisión de asistencia familiar, por su propia configuración típica, exige la previa 
decisión de la justicia civil que se pronuncie acerca del derecho del alimentista y de la 
obligación legal del imputado, de la entidad del monto mensual de la pensión de alimentos y 
del objetivo incumplimiento del pago, previo apercibimiento, por el deudor alimentario. Es 
claro que tales elementos no son los únicos para fundar el juicio de culpabilidad ni 
necesariamente determinan la imposición de una sentencia condenatoria la posibilidad de 
actuar es esencial, pues lo que se pena no es el “no poder cumplir”, sino el “no querer 
cumplir”; es la consecuencia de la cláusula general de salvaguarda propia de los 
comportamientos omisivos, según la cual solo comete un delito de dicha estructura quien 
omite la conducta debida pudiendo hacerlo, la corrección del juicio civil, para estimar en 
clave de evidencia delictiva, la admisión y procedencia del proceso inmediato, que no lo es 
necesariamente para la condena. 
El delito de conducción en estado de ebriedad o drogadicción, siempre que importe la 
intervención policial del imputado conduciendo un vehículo motorizado en ese estado, con la 
prueba pericial respectiva -dentro de los marcos y con estricto respeto del artículo 213 
NCPP-, constituye un claro supuesto de “evidencia delictiva”. Es indiscutible que la 
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regularidad de la prueba, antes de la intervención policial debe estar consolidada. Deben 
agregarse al requerimiento de incoación del proceso inmediato las actas y pericias que exige 
el citado artículo 213 del NCPP. 
De otro lado, el inciso uno, del artículo 446 NCPP, establece la obligatoriedad por parte del 
Ministerio Público de la interposición de la solicitud de incoación del proceso inmediato, 
claro está que cuando se presentan los presupuestos materiales de evidencia delictiva y de no 
complejidad. Pero, tal exigencia u obligatoriedad, ¿vulnera alguna garantía o principio 
procesal o procedimental? ¿Cómo entender, en su caso, esa obligatoriedad? 
Esa norma, ineludiblemente, debe concordarse con el apartado uno, del artículo 447 del 
NCPP, y el párrafo final de dicho artículo, que son condiciones de legitimidad constitucional 
del proceso inmediato. No debe variar el análisis la expresión “bajo responsabilidad”, que 
preside el artículo 446.1 del NCPP, pues en modo alguno altera el sentido de la norma 
procesal. 
Por ello; el supuesto de delito flagrante, en tanto el imputado esté efectivamente detenido, 
determina la solicitud de incoación del procedimiento inmediato luego de vencido el plazo 
de 24 horas o 15 días, según sea el caso, en cuanto no haga falta la solicitud de detención 
preliminar incomunicada y de detención convalidada (artículos 265 y 266 NCPP), y siempre 
que no se presenten las circunstancias sobre la complejidad del caso. 
Se trataría de un delito menor susceptible de aplicar el artículo 2 NCPP, modificado por la 
Ley número 30076, donde el fiscal puede optar por el principio de oportunidad. El hecho de 
que el apartado cuatro, numeral b), del artículo 447 NCPP permite que se inste el principio 
de oportunidad en el curso de la audiencia única de incoación del procedimiento inmediato, 
en modo alguno importa la inaplicación o abrogación del principio de oportunidad en sede 
preliminar a la inculpación formal. El fiscal tiene la potestad de examinar, antes de inculpar 
formalmente a una persona, si es posible la aplicación de algún criterio de oportunidad y, en 
consecuencia, decidir bajo su propia autoridad. Distinto es el caso de la denominada 
“oportunidad tardía”, que presupone inculpación formal y autoriza la intervención del juez 
en la decisión, conforme con lo dispuesto por el artículo 2.7 del NCPP 
 27 
 
Si se cumplen acabadamente las notas materiales o sustantivas y adjetivas de la flagrancia 
delictiva, así como el requisito de simplicidad procesal, y no sean aplicables, en los términos 
ya expresados, los artículos 2, 265 y 266 NCPP, se hace efectiva la obligatoriedad del fiscal 
para solicitar la incoación del procedimiento inmediato. Aquí no se impone una actuación 
irrazonable al Ministerio Público, sino que se exige el cumplimiento de la ley que sujeta su 
aplicación a que se satisfagan determinados presupuestos y requisitos. La responsabilidad se 
entenderá cuando sea manifiesto que se debe proceder a la solicitud de incoación del proceso 
inmediato y, pese a ello, no se insta sin fundamento razonable alguno. 
La flagrancia delictiva, como se sabe, no es el único presupuesto material de la evidencia 
delictiva. También se encuentran los presupuestos de confesión y de delito evidente. En 
estos últimos, el párrafo final, del artículo 447 NCPP dispone que el requerimiento de 
incoación del procedimiento inmediato se presenta luego de culminar la subfase de 
diligencias preliminares (artículo 330 NCPP) o, en su defecto, antes de los treinta días de 
formalizada la investigación preparatoria. Las diligencias de averiguación fiscal, como paso 
inevitable al requerimiento de procedimiento inmediato, desde luego, tendrán lugar cuando a 
final de cuentas se superen los defectos de la intervención en flagrancia, se presente con toda 
claridad una confesión corroborada o se consolide y/o superen omisiones o defectos en actos 
de investigación, que dan lugar a un delito evidente; a consecuencia de lo cual no se requiere 
de nuevos o distintos actos de investigación, siempre que ello no importe una restricción 
irrazonable del derecho de probar de las partes o de la contraparte. 
La opción que se asume es que la norma en debate puede salvar su constitucionalidad si se la 
interpreta en la forma prevista en el parágrafo precedente. Es inadmisible obligar, sin más, al 
Ministerio Público a una actuación irrazonable por la incoación de un proceso reformado si 
no se presentan sus presupuestos materiales, que la propia Ley Procesal Penal desarrolla. 
También es intolerable que se prescriba la responsabilidad del fiscal si no solicita la 
incoación del proceso inmediato, pues éste tiene desde la ley,  precisamente varias opciones 
posibles, sujetas desde luego a una valoración de las circunstancias fácticas y jurídicas que 
en cada caso se presenta. 
Las conminaciones disciplinarias y las determinaciones de actuación sin tomar en cuenta las 
circunstancias del caso son constitucionalmente desproporcionadas y afectan la autonomía 
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del Ministerio Público como órgano constitucional y la libertad de actuación, dentro de la 
ley, de los fiscales. 
Sin embargo, como es posible, en clave sistemática y de coherencia y respeto de los 
principios y garantías de la Constitución, optar por una interpretación de las normas 
ordinarias acorde con esas previsiones institucionales, cabe concluir que si la norma en 
cuestión se interpreta tal como se plantea seria viable excluir su inaplicación por 
inconstitucional. El control constitucional, como se sabe, es de ultima ratio, y por 
consiguiente, es excepcional; el control difuso, en todo caso, se circunscribe a la real 
existencia de un problema concreto entre las partes, y la declaración de inaplicabilidad de la 
norma cuestionada solo procede para resolver cuestiones litigiosas respecto de las cuales 
existe incompatibilidad manifiesta, no simples interpretaciones entre la norma legal y una 
constitucional. 
DIFERENCIAS ENTRE EL PROCESO INMEDIATO Y EL PROCESO COMÚN 
El proceso inmediato es un proceso especial el cual salta, evita u omite etapas del proceso 
común, siendo por ello considerado como más rápido en cuando a resolución de conflictos. 
Para Calderón y Águila (2011), “El proceso común como tal, es el proceso principal, ya que 
en este se pueden tratar toda clase de delitos, es de aquí de donde parten el resto de procesos 
los cuales deben contener parte de las etapas del proceso común”. (p.179) 
Son tres las etapas a las que hacen referencia los autores, tales como; la etapa de 
investigación preparatoria, la etapa intermedia y el juzgamiento.  
La primera etapa, denominada de investigación preparatoria, busca recopilar todos los 
elementos suficientes que acrediten la comisión de un hecho delictivo para con ellos el fiscal 
pueda realizar la acusación, esta etapa se divide en dos fases, como las diligencias 
preliminares y la investigación preparatoria.  
En la fase intermedia, el juez de la investigación preparatoria verifica los elementos que 
fuesen recopilados anteriormente, y en razón a ello el juez será quien determinara si se debe 
o no continuar con las investigaciones, para así llegar al juicio oral. Teniendo ello en cuenta, 
antes de iniciar la etapa de juzgamiento, se debe establecer la acusación de parte del fiscal. 
 29 
 
Una vez en la etapa de juzgamiento es el juez unipersonal quien dirigirá el proceso, y quien 
actuara las pruebas que se hayan recopilado a fin de poder dar una sanción penal en base a 
ellos. 
Dicho esto es muy distinta la concepción con la que se tiene al proceso inmediato, ya que 
este tiene como característica fundamental la celeridad de los casos, simplificando así el 
proceso. 
Según la UNODC (s.a), “La simplificación del proceso permite abreviar las etapas en el 
curso del proceso, permitiendo que en determinados casos se tenga una sentencia anticipada, 
respetando el debido proceso”. (p.14) 
El Código procesal penal del 2004, nos dice que la acusación directa, el proceso inmediato, 
la terminación anticipada, la conclusión anticipada de juicio y la colaboración eficaz, son 
mecanismos que ayudan a terminar con el proceso de forma mucho más rápida y sencilla. 
Para Rosas (2013), “La simplificación del proceso es una alternativa dada por el legislador 
para tratar casos de menor grado”. (p. 948) 
Siendo así para nuestra investigación el proceso inmediato es una de las mejores figuras de 
los procesos especiales, pues con ello se pueden lograr abreviar los plazos del proceso, de 
forma racional. El proceso en si acelera esencialmente en su primera etapa, siendo la 
investigación preparatoria en actuación de las diligencias preliminares fundamental para su 
aplicación, saltando entonces la etapa intermedia, siendo la etapa de juzgamiento la etapa 
final donde se aplicaría la sanción penal. Lo cual marca una gran diferencia entre el proceso 
común y el proceso inmediato. 
SUPUESTOS DE APLICACIÓN 
El Proceso Inmediato, por el solo hecho de ser un proceso especial, requiere de una 
interpretación estricta de la norma, ya que este al presentar particularidades como las de 
simplificación, celeridad y racionalidad se debe emplear de manera equilibrada entre la 
eficiencia procesal y el respeto por las garantías procesales, por ello es importante aclararlos 
supuestos que existen para la aplicación del mismo. 
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Desde la promulgación del decreto legislativo 957 y la aplicación del código procesal penal 
del año 2004, se recogían los presupuesto dados en el artículo 446, sin embargo debe tenerse 
en cuenta que el derecho es una ciencia social que va cambiando y adaptándose a las 
necesidades que se presenten dentro de su sociedad, por ello es que la norma debe ser lo más 
apegada a la realidad y contexto actual. 
Debido a ello es que el legislador ha promulgado el decreto legislativo N° 1194 (vigente 
desde el 29 de noviembre del año 2015), con la cual se varía de forma significativa a los 
artículos del código procesal penal que regulan los supuestos para la aplicación del proceso 
inmediato. 
De forma explícita el texto normativo nos dice que; para la aplicación del Proceso inmediato, 
se deben dar lo siguientes supuestos; ya que el fiscal debe solicitar la incoación del proceso 
inmediato, ello bajo responsabilidad propia y en los siguientes supuestos: 
A. Cuando el imputado haya sido sorprendido y detenido en flagrante delito, en 
cualquiera de los supuesto previsto en el artículo 259. 
B. Cuando el imputado haya confesado la comisión del delito en los términos del 
artículo 160. 
C. Cuando existan los suficientes elementos de convicción para la imputación del hecho, 
los cuales hayan sido recogidos durante las diligencias preliminares y previo 
interrogatorio del imputado. 
D. Cuando se trate de un delito de incumplimiento de obligación alimentaria. Y en los 
casos de los delitos de conducción en estado de ebriedad o drogadicción. 
Este último recientemente incorporado con el decreto legislativo 1194, desglosando un poco 
más los supuestos previstos para la aplicación del proceso inmediato podemos mencionar a 





El termino flagrancia viene del latín Flagrans, con denotación al termino arder, es decir un 
hecho actual, latente, en el acto. La flagrancia entonces es la detención en el acto o en la 
comisión del hecho delictivo. 
Tenemos entonces que la flagrancia es la acción ilícita descubierta al momento de la 
comisión del hecho delictivo, bajo las condiciones y junto a elementos que prueben su 
responsabilidad. 
Según Rosas (2013), existen tres tipos de flagrancia; la flagrancia propiamente dicha o real, 
cuando se está cometiendo el hecho y el sujeto ha sido descubierto en la comisión del 
mismo; la cuasi flagrancia o flagrancia ex post ipso, cuando después de la comisión del 
hecho punible el sujeto (sospechoso) es perseguido y capturado; la presunción legal de 
flagrancia o flagrancia presunta, se da cuando el sujeto es sorprendido con los objetos del 
hecho punible que den indicios para la acusación del mismo. 
Cabe recalcar que con la aplicación del nuevo código procesal penal, respecto al tema de 
flagrancia, anteriormente se podía detener a una persona por un plazo máximo de 24 horas, 
pero ahora con la aplicación de la ley N° 30558, ley que modifica el inciso f del artículo 2 de 
la Constitución Política del Perú, hace mención a que la duración para los casos de detención 
policial no deben exceder por más de 48 horas, desde la privación de libertad de la persona. 
CONFESIÓN SINCERA 
La palabra confesión deriva del término en latín confessio; que significa declaración de 
alguien sobre hechos que conoce. Visto ello entonces podemos decir que la Confesión es una 
declaración sobre actos o hechos propios o de terceros de los que se tiene conocimiento. 
Ya que una confesión es una declaración personal, voluntaria y espontanea que realiza el 
imputado a fin de dar cuenta de los hechos suscitados. 
Teniendo en cuenta ello, más allá de ser una sola confesión es un relato dado por el imputado 
para llevar a cabo las investigaciones, si bien se toma en cuenta esta declaración, no es 
suficiente solo ella, pues esta deber estar acompañada de elementos que sustente la versión 
que se esté dando, es preciso indicar también que el imputado debe dar su manifestación solo 
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en presencia de su abogado defensor, quien velara por el correcto proceso en base a los 
fundamentos del derecho. 
Esta declaración trae consigo consecuencias jurídicas y penales para el imputado, por ello es 
de suma importancia contar con los lineamientos de un debido proceso. 
SUFICIENTES ELEMENTOS DE CONVICCIÓN 
Lo que se busca con este supuesto es que de ser el caso, donde existan los suficientes medios 
de prueba para la configuración del ilícito se agilicen las actuaciones, con el fin de dar 
celeridad al proceso. 
El hecho de que existan suficientes medios que prueben la realización de un acto ilícito, es 
decir; la admisión de cargos por parte del imputado, testigos, objetos materia del delito, el 
reconocimiento del agraviado, documentos o evidencia como audios y videos, también 
forman parte de las pruebas.  
Para Mendoza (2016), El término o delito evidente, no tiene ninguna referencia legislativa, 
pero sin embargo desde una interpretación literal un delito evidente es cierto, claro y 
acreditado, en el cual no haya la menor duda. (p. 245) 
DELITO DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR – CONDUCCIÓN EN ESTADO 
DE EBRIEDAD O DROGADICCIÓN 
En base a decreto legislativo N° 1194, se incluyó los delitos de Omisión a la Asistencia 
Familiar y al de Conducción en estado de Ebriedad o Drogadicción dentro de los parámetros 
para la aplicación del proceso inmediato. 
El delito de Omisión a la asistencia familiar en palabras de Reátegui (2014), indica que este 
es un delito de tipo especial propio que responde en base a la capacidad de respuesta por 
parte de un individuo.  
Tomando en cuenta ello podemos decir que este delito castiga la desobediencia, puesto que 
como presupuesto para la comisión de este ilícito se requiere de una resolución que 
establezca u ordene a cumplir con asistir a quien depende de él. Bajo esta línea diremos que 
el delito de omisión a la asistencia familiar persigue dos cosas; primero si bien el principal 
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fin que tiene es el de velar por el bienestar de la persona que lo haya solicitado, dentro de 
este también se busca preservar el orden, imponiendo el estado una sanción a quien desacata 
una resolución judicial dada por su representante en razón a hacer valer la justicia para el 
cuidado y protección de los lineamientos de orden social. 
El delito de conducción en estado de Ebriedad o Drogadicción, se dan en razón a proteger la 
seguridad pública y lo que se busca es prever la exposición al peligro de personas. puesto 
que el encontrarse en estado etílico o bajo los efectos de alguna sustancia toxica hacen que 
una persona no pueda ser consciente de los actos que comete, pero es de pensarse que quien 
conduce ya sabe los riesgos que esto implica, por lo tanto el hecho de encontrarse en algún 
estado con el que se pueda o no causar un daño es condenado por el solo hecho de la acción 
ya que esta contiene dolo, y si bien no del todo esta intención de causar un prejuicio a los 
demás es cuestión de lógica pensar que quien hace un daño debe resarcirlo. 
Para ambos casos el legislador ha pensado en que si dichos actos no son del todo peligrosos 
pues se pueden prever, y que la sanción para ellos debe ser efectiva y darse de la forma más 
rápida, además por la complejidad que ellos denotan es ciertamente acertada su 
incorporación para la aplicación de este proceso. 
 
DELITO DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR 
LA FAMILIA 
Conforme lo señala Cornejo (1999, p. 13) los conceptos de familia son variados y este puede 
ser concebido en diferentes sentidos, los cuales tiene una gran importancia para el Derecho: 
a) La familia en este sentido es el conjunto de personas unidas por los vínculos de 
afinidad o consanguineidad, matrimonio o parentesco. 
b) La familia es el conjunto de personas unidas por el matrimonio o la filiación. Por 
extensión, se puede incluir en este concepto el caso de los concubinos y sus hijos 
menores e incapaces.  
Hoy en día se reconoce la existencia de múltiples maneras de conformar una familia. La 
Constitución Política del Perú a través de su artículo nro. 4 protege a la familia y al 
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matrimonio, en el artículo nro. 5 la Unión de hecho esto es a la familia constituida por 
convivencia mas no por matrimonio. 
Por otra parte la Declaración Universal de los Derechos de la Familia la nombra como un 
elemento natural y fundamental de la sociedad por ello tiene derecho a ser protegida por ella. 
La familia es entonces un "conjunto de personas entre las cuales existen vínculos jurídicos, 
interdependientes y recíprocos, emergentes de la unión sexual, la procreación y el 
parentesco. 
El derecho considera que existe una relación creada a partir de la determinación de la 
relación por afinidad o consanguinidad, pues para quienes sean responsables tendrán consigo 
derechos y obligaciones que cumplir, desde el momento en que se muestre, acepte o pruebe 
la relación que exista. 
EL DERECHO DE FAMILIA 
El artículo 233 del Código Civil Peruano, señala que regular a la familia, tiene por finalidad 
contribuir a un mejor desarrollo para ella dentro de nuestra sociedad, esto en base a los 
principios y normas de la Constitución Política del Perú. El artículo 234, nos hace mención a 
la figura del matrimonio, la cual declara como la unión entre el hombre y la mujer, 
legalmente aptos, a fin de hacer vida en común, donde ambos comparten deberes y derechos 
por igual frente a la familia. 
De ahí es de donde parte la idea de que el deber y responsabilidad no solo le incumbe a uno, 
pues sino a ambos, quienes se juntan a fin de formar una familiar y desarrollarse con mutuo 
apoyo, en relación a ello, cabe mencionar el presente tema que vamos estudiando, pues para 
nuestra legislación los padres están obligados a proveer el sustento para el pleno desarrollo 
de su menor hijo, aquellos como los alimentos, educación y vestimenta. 
ASISTENCIA FAMILIAR. 
Teniendo entonces clara la idea de los que deviene con el hecho de ser responsable o 
miembro de una familia debemos mencionar a la asistencia familiar como el deber de cada 
familia de dar protección, hablar de esto presupone hablar de la persona encargada de dar 
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seguridad de quien o quienes dependan de él, ofreciendo las mínimas condiciones apropiadas 
para su pleno desarrollo. 
Existen muchos conceptos normativos que se le ha dado a la figura de Asistir o asistencia 
familiar, pues lo que busca el legislador es ser lo más preciso con la realidad. Por ello 
muchos coinciden en cuanto a la protección que deben brindar los progenitores a sus hijos. 
Pero esta protección de la que se habla no solo es entendida como una prestación dineraria, 
pues sino lo que se espera es más que eso, muchos conceptos parten desde la premisa de 
protección y bienestar; y equivoca es la interpretación que se le da en cuanto a si esta es solo 
solventar los gasto económicos de quien los necesite, pues esta persona no solo necesitara 
aquello para subsistir. 
Garantizar su pleno desarrollo debería ser la premisa fundamental; debido a que el pleno 
desarrollo no solo incluye el ver por sus necesidades alimentistas, sino pues también parte de 
contribuir con el desarrollo emocional de esta persona,  la solidaridad e ayuda mutua en su 
formación moral son fundamentales para su bienestar.  
Muchos han usado la palabra alimentos para definir a la asistencia familiar, lo cierto es que 
el concepto no solo abarca lo necesario o indispensable para el sustento, alimentación, 
vestido, educación y medicina. Pues el error cae en cuanto a que no se considera nada más 
que las necesidades materiales. 
ALIMENTOS. 
La palabra alimentos proviene del latín alimentun, que se asocia a la figura de comida, 
sustento, dícese también de la asistencia que se da para el sustento. 
Según Valderrama (2005), “tenemos que los alimentos comprenden al concepto de asistencia 
familiar” (p. 14). 
Los alimentos entonces engloban no solo a la comida, sino al sustento de la persona, bien 
pueda ser comida, ropa, educación, vestimenta, etc. Todo con el fin de asegurar estabilidad 
para la persona que los necesite. 
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En nuestra legislación nacional, el concepto de alimentos es similar, según se puede apreciar 
en los artículos 472 y 414 del código Civil, y el código del Niño y Adolecente donde la única 
variante es la implantación de la palabra recreación la cual es atribuida en cuanto al 
desarrollo social y psicomotor del menor. 
El derecho de recibir alimentos se inicia desde la existencia de la necesidad de una persona 
para recibirlos y el deber de otra para otorgarlos, lo cuales deben ser a razón de la capacidad 
con la que cuente quien está en deber de darlos. 
Y es que la relación que existen entre quien solicita estos y el obligado a darlos, es decir un 
padre y un hijo, lo que se busca es que la relación que se dé sea la fuente para generar dicha 
obligación. 
Los alimentos se dan en razón a ello, y la necesidad de quien lo solicita, pues este es un 
deber del padre, quien está obligado a cumplir con dicha obligación que se generó por la sola 
existencia de una relación directa entre el solicitante y el. 
Es así que los alimentos engloban, algo más que comida, pues bien muchas veces se 
confunden a ellos con  el solo hecho de contribuir a la alimentación de un menor, es decir no 
se ve más allá. 
Los alimentos entonces son; los medios necesarios para la subsistencia de una persona en 
este caso un menor, no solo consiste en cubrir la necesidad de los gastos necesarios para su 
alimentación, pues sino también cubrir con las necesidades que puedan generarse y es que el 
hecho de decir “medios necesarios para su subsistencia” abarca a ropa, vestimenta y 
educación. 
Partiendo de ello, dentro de un proceso de alimentos donde el juez civil quien determinara 
los alimentos, es decir el monto a otorgarse de forma mensual, tomando en cuenta las 
necesidades del menor, la comida, ropa, educación, salud y demás para la aplicación de 
dicha suma. 
Pues está en juego la subsistencia del menor quien depende de esta persona. Pero a ello se le 
debe sumar los gastos o la capacidad económica de esta persona, pues si bien es importante 
 37 
 
cubrir con todos y cada uno de los gastos del menor también es oportuno considerar los 
ingresos de la persona quien está obligada a darlos. 
Son así que los alimentos entonces son necesarios para suplir con las necesidades de un 
menor, los cuales aseguran la subsistencia del mismo, y son los padres de este quienes se 
deben encargar de tales. 
DELITO DE OMISIÓN A LA ASISTENCIA FAMILIAR. 
La relación existente entre en derecho y obligación de dar alimentos a quien necesite y 
dependa de él. Hace que la intervención del derecho y las normas que este aplica sean 
necesarias, pues esto debido a que se busca proteger el interés del menor. Y para lograr ello 
lo que hace es reprimir a la persona que incumpla con su deber; entiéndase deber u 
obligación como la de cubrir las necesidades de quien lo necesita.  
La legislación es clara en cuando a la sanción que se le da a la persona que decide omitir su 
obligación pues esta no solo se da para los niños o hijos menores de edad, sino que también 
es aplicada para los hijos ya sean estos matrimoniales o extramatrimoniales, mayores o 
menores de edad que sufran de alguna discapacidad, cónyuges, sus padres, hermanos o 
nietos, aquellos que depende de forma directa de aquel. 
Dentro de nuestro contexto social, tenemos a la familia como pilar de la sociedad, si bien 
convivir en una sociedad no es para nada fácil el primer filtro o grupo al que uno se enfrenta 
es el de la familiar. 
Esta familia al igual que otra conforma una sociedad la cual busca desarrollarse y fijan un 
objetivo común, esta convivencia que se puede generar tiene que ser de una u otra manera 
regulada debido a que existe la probabilidad de que se puedan generar controversias que en 
un futuro causen un problema para todos en general. 
En conclusión podemos decir que tanto el orden social como el jurídico deben ir de la mano 
siempre, ya que ambos buscan reprimir de cierto modo la conducta de las personas dentro de 
una sociedad, pero todo ello en base o justificación de las necesidades del grupo en general, 
con lo cual se busca garantizar la convivencia pacífica de cada miembro dentro de ella. 
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Tomando como base todo ello podemos hacer mención a la pena para este tipo de casos, 
donde la sanción que da el estado, es castigar y reprimir a las personas cuya conducta valla 
en contra de lo establecido o lo moralmente aceptado por la sociedad. 
Teniendo todo ello en cuenta podemos aventurarnos e unir los términos que venimos 
trabajando como el de asistencia familiar conjuntamente con el del delito. Para así concretar 
la idea del delito de omisión a la asistencia familiar el cual ha sido de mucho debate, en  
legislaciones como la de España y Argentina las cuales fueron las primeras en la 
implementación de este tipo delito. 
En el Perú ya para el año de 1962, se promulga por primera vez en la Ley N° 13906, también 
conocida como la Ley del abandono familiar, la cual genero una gran controversia en cuanto 
a si se debe o no sancionar la omisión de prestar alimentos, el desconocimiento era en ese 
entonces parte de la controversia, debido a que era cuestionable la necesidad de sancionar 
esta conducta y si debería o no tomarse en cuenta una pena que limitara a la persona. 
Lo cierto es que pese a todo ello se fue entendiendo poco a poco la necesidad de esta norma, 
no solo por la necesidad de prever esos casos, sino también por las innumerables sentencias 
emitidas que habían sido ejecutadas. 
El texto normativo del código penal es claro, en el articulo 149 menciona que quien omite 
cumplir con su obligación de prestar alimentos establecido en una resolución judicial, será 
reprimido con pena privativa de la libertad no mayor de tres años, o con prestación de 
servicios comunitarios, sin prejuicio de cumplir con el mandato judicial. 
En palabras de Salinas (2013) el delito de Omisión a la Asistencia Familiar, se origina 
cuando el obligado actúa con dolo omitiendo su responsabilidad u obligación de prestar 
alimentos al menor alimentista después de haber llevado un proceso previo por la vía del  
proceso sumarísimo. (p. 7). 
Pues es lógico lo que menciona Salinas al señalar que aquella persona procesada que pese a 
tener conocimiento de una relación previa y una obligación para con su menor hijo, no actúa 
de forma responsable y que pese a tener una resolución judicial consentida que lo obliga a 
cumplir o acatar lo que está establecido en la misma norma, haga caso o miso a lo 
estipulado, será un infractor de la norma y será sancionado por esta. 
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El delito de Omisión a la Asistencia Familiar, parte entonces desde el incumplimiento de una 
obligación dada por una resolución judicial, la cual tiene su origen dentro de un proceso 
judicial en la vía civil.  
Un proceso de alimentos es el que da origen al delito de Omisión a la Asistencia Familiar, 
desde la presentación de la demanda, se da el inicio al proceso. El demandado muchas veces 
actúa en nombre de quien sobre recae el derecho, en razón a que en muchos de los casos son 
los menores de edad quienes se ven afectados por tal omisión. 
Para Navarro (2014), “El proceso de Alimentos se inicia ante un juzgado de familia, civil o 
de ser el caso un juez de paz letrado es quien resuelve mediante un proceso único donde el 
demandante debe probar la relación existente y las necesidades de quien lo solicita”. (p. 51) 
En razón a la resolución judicial emitida en un proceso de alimentos es que nace el delito de 
Omisión a la Asistencia Familiar, pues en muchos de los casos se ha visto que pese a existir 
una demanda o una resolución judicial, el obligado no cumple con su responsabilidad, siendo 
esto perjudicial de forma directa para quien depende de él; es por ello que ante la negativa de 
este, se comunica a la persona responsable de su actitud, y si pese a ello sigue con lo mismo, 
se comunica de forma directa al juzgado que emitió la resolución para que este de oficio se 
lleve a un proceso penal. 
Según Ezaine (2001), señala a “La omisión a la asistencia familiar como el delito directo 
contra la familia, que se configura mediante el incumplimiento de la obligación de los 
padres, el no asistir a sus menores hijos hace que este caiga dentro del presupuesto dado para 
el delito de Omisión a la asistencia familiar”. (p. 350) 
Para la ejecución de este tipo de delito no se requiere la causa de un perjuicio efectivo, sino 
que será suficiente con haber puesto en peligro del bien jurídico protegido, para causar 
perjuicio al alimentista.  
Tenemos entonces que este delito nace entonces de la mal llamada obligación de asistir a los 
miembros de la familia y por incumplimiento de la misma, pues esta no debería considerarse 
como una obligación, sino más bien como un deber de la persona para asistir a los miembros 
de su familia. Pues como regula nuestro ordenamiento jurídico este es sancionado con pena 
privativa de la libertad en razón al abandono que se da a las personas de la familia. 
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Para Peña (2008), “El no prestar los alimentos, no solo importa infracción de los deberes 
familiares, sino que ello trae consecuencias negativas que generan focos de peligro para con los 
bienes jurídicos, de quienes tienen derecho de percibirla en razón a ello el Derecho penal debe 
intervenir para evitar consecuencias perjudiciales”. (p. 429) 
Por ello podemos decir que la conducta omisiva de no prestar alimentos, pone en peligro la 
satisfacción de las necesidades básicas del alimentista. 
El código penal es muy claro y especifico en cuanto a los supuestos para la configuración de 
este delito normado en el artículo 149, el cual también incluye agravantes, tales como los 
casos de simulación de alguna obligación o abandono laboral o cualquiera que se desprenda 
para no cumplir con su responsabilidad.  
BIEN JURIDICO PROTEGIDO 
Para Salinas (2013), “El bien jurídico que se busca proteger con este ilícito es el deber que 
tiene un miembro para prestar auxilio a los miembros de su familiar”. (p. 458) 
Tal como señala el autor es la integridad de los miembros de la familiar lo que se busca 
proteger con la regulación de este tipo de ilícitos, con lo que se quiere satisfacer las 
necesidades de las personas que dependen de ella. 
Muchas veces se constituye al padre como el sujeto activo, esto debido a la frecuencia con la 
que se dan los casos, pues dentro de nuestro contexto actual. Lo cierto es que esta obligación 
no solo depende del padre, sino también de la cónyuge o madre, quienes actúan en nombre 
del menor alimentista, quienes depende de ambos. 
El delito nace a partir del incumplimiento a un mandato judicial y este es permanente hasta 
que se cumpla con la resolución judicial. 
Pues en palabras de Salinas (2008), “La resolución judicial para este caso, obliga a pasar una 
pensión alimenticia mensual y por adelantado, esta se produce en el tiempo, sin intervalo, 
siendo que ello concluye con la conducta de parte del obligado”. (p. 411) 
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Según Prado (1999), “El delito de Omisión a la asistencia familiar, busca proteger a la 
familia, especialmente los deberes de tipo asistencial, buscando predominar la seguridad de 
las personas miembros de cada familia”. (p.442) 
AGRAVANTES. 
Existen situaciones donde muchas veces el obligado a cumplir con su responsabilidad simula 
u omite acciones con el fin evitar la sanción en su contra. El código prevé dichas acciones 
como; 
a. Simular otra obligación 
b. Renuncia maliciosa del trabajo 
c. Abandono de trabajo 
d. Causa de lesión grave previsible 
El simular otra obligación de alimentos; se han visto he usado en muchos casos como 
estrategias evasivas donde el obligado a prestar alimentos simula un caso de responsabilidad 
alterna con la finalidad de variar el monto que se le imponga, tratando el de imponer un 
monto que a su entender es el suficiente para la subsistencia de su menor hijo, no tomando 
en cuenta el prejuicio que se le estaría causando.  
Otro de los agravantes para el delito de Omisión a la asistencia familiar es el de renunciar de 
manera maliciosa al trabajo que se tiene, pues a sabiendas de lo que se viene o de lo que por 
derecho le corresponde al menor alimentista renuncia voluntaria y sin razón alguna al trabajo 
con el que cuenta a fin de no cumplir con lo estipulado por un resolución judicial, esto 
muestra de forma clara que su intención es la de evadir y hacer burla de lo que una sala 
jurisdiccional ha mandado, sin darse cuenta que perjudica al desarrollo de la persona que 
necesita de dicha pensión para su desarrollo. 
El abandonar el trabajo, se da cuando el obligado de manera maliciosa abandona su centro de 
labores con la finalidad de presentarse con insolvencia económica y no cumplir con su 
obligación principal. 
Para el caso de las Lesiones graves, en este último caso ya es más grave la conducta y la 
conciencia en si del obligado, quien de forma maliciosa hace caso omiso a lo que se le ha 
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ordenado y devenido de esa acción el alimentista se vea perjudicado no solo por la falta de lo 
necesario para subsistir sino por cualquier imprevisto suscitado en ese tiempo. 
Las situaciones que se han mencionado son las previstas por nuestra legislación y no son 
más que la propia muestra de la decadencia de nuestra sociedad donde padres velen por sus 
propios intereses antes que por los de su familia o quienes dependan de ello. 
Por otra parte para Muñoz (2006), “El delito de Omisión a la asistencia familiar constituye 
una norma penal vacía que debe primero tener precedentes civiles, los cuales revelen la 
obligación y deber de los padres”. (p. 526). 
Pues para la aplicación y calificación de este ilícito existen presupuestos, los cuales 
necesariamente deben darse, esto hace referencia a los procesos de alimentos, pero también 
debemos entender que dicha obligación deviene de la sola condición de existencia de una 
relación o vínculo entre el menor alimentista y el obligado a dar, pues es claro que lo que se 
busca es la protección y subsistencia de este. 
A partir del momento en que se prueba o acepte la relación existente se crea la obligación 
para con el alimentista, todo ello a fin de velar por su integridad y pleno desarrollo, 
entiéndase que esto se da mucho antes de iniciar un proceso de alimentos, donde se 
determine la procedencia o no de esta obligación,  estableciendo los montos a considerar y 
algunos parámetros más a seguir, después de este proceso se lleva a cabo la ejecución del 
mismo, partiendo desde ahí con el delito de Omisión a la Asistencia Familiar. Basado en ello 
podemos decir que para la existencia del delito regulado en materia penal, primero debe este 
pasar por un proceso civil. 
Muchas veces este llevado a cabo o iniciado en si en un juzgado de paz letrado, este ilícito 
penal busca regular o proteger el interés del menor alimentista y se han  visto muchos casos 
donde o el padre o madre omite asistir a este debido a las diferencias que pueden o no existir 
entre ellos, lo cual es totalmente incorrecto pues la obligación ya está ahí y nada tiene que 
ver el hecho de tener o no una relación de padres, sino prima el bienestar del menor. 
Debido a eso se ven a diario muchos casos, los cuales generan una gran carga procesal, 
debido a que en esta sociedad donde vivimos el concepto de familia se ha ido perdiendo 
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poco a poco, lo cual se ve reflejado en los juzgados civiles o de paz donde se llevan siempre 
estos casos. 
Pues como ejemplo podemos mencionar el caso donde existe una relación de lazo sanguíneo, 
donde hay un menor y un padre alimentista, quien para este ejemplo ha reconocido a tal 
como hijo suyo, llegando a colocar sus apellido y nombres. Si este padre se separa de la 
familia, debe cumplir con prestar alimentos al menor quien es el que lo requiere, y si este no 
lo hace por voluntad propia es a través de las normas vigentes el Estado quien le exige 
responda por este deber que tiene, para con su menor hijo. 
Llegando así a un proceso de alimentos, donde la madre del menor en representación de este, 
solicita una pensión de alimentos para cubrir las necesidades de este menor, ante el 
incumplimiento del padre, llegando el caso a vía judicial es el juez quien determinara y 
admitirá el pedido de la madre, tomando en cuenta los siguientes puntos: 
a) La relación que une al padre con el menor. 
b) Las necesidades del menor que requieren ser cubiertas. 
c) La capacidad de quien debe prestar alimentos. 
Pues en base a ello es como determinar no solo lo que va a aplicarse, sino también un monto 
a través del cual se tratara de cumplir con  estas necesidades del menor. 
La relación que exista debe ser probada, en muchos de los casos solo basta con la aceptación 
y firma del padre en son del reconocimiento del menor ante los registros para que exista una 
relación entre ambos. 
También se debe tener en cuenta cuales son las necesidades de este, para que el juez evalué 
los gastos de esta persona. Y en razón a ello pueda determinar una suma de dinero la cual 
será cubierta de forma perenne por el padre. 
Otro factor a considerar es la capacidad con la que cuenta el padre quien es responsable del 
menor, pues como se indica en la legislación se puede considerar hasta el 60% de los 
ingresos de este, justificando bien la necesidad del menor. 
Tenemos entonces que para determinar el monto a darse, se debe considerar las necesidades 
de quien lo pide y la posibilidad de quien debe darlos. 
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Una vez establecido el monto, el juez fijara las fechas y montos de dinero a pagar en razón a 
cubrir con las necesidades de este menor. Es de ahí de donde parte uno de los supuestos a 
darse para la comisión del delito de omisión a la asistencia familiar. 
Pero luego de que el juez emita su sentencia, y para que este pase a ser un delito, se debe 
presentar la desobediencia por parte del entonces el demandado, el mismo que muchas veces 
obvia, descuida o desconoce. 
El juez iniciara una propuesta para la liquidación de los devengados a fin de salvaguardar el 
bienestar del menor, luego de ello el juez aprobara la liquidación dándole al demandado un 
plazo para el cumplimiento del mismo para que con ello termine el proceso, cumpliendo 
todo el tiempo lo emitido, pero ante la negativa de esté; El juez exige el cumplimiento bajo 
la amenaza de remitir la copias al ministerio público, donde el proceso termina y la comisión 
del delito ya se ha cometido. 
Desde aquí es de donde se da el inicio al proceso penal, donde el fiscal toma las riendas del 
mismo para empezar con las diligencias preliminares del delito de omisión a la asistencia 
familiar, notificando al ahora procesado para que pueda este cumplir con la liquidación de lo 
ya emitido anteriormente en la sentencia civil. 
Si la respuesta no es la esperada el fiscal pide la orden con comparecencia para que el ahora 
imputado se apersone y se inicie el proceso en su contra, dándose o siguiendo los pasos del 
proceso, aquí es donde el fiscal con la nueva legislación e implementación del decreto 
legislativo 1194 del proceso inmediato el cual incluye ahora al delito de omisión a la 
asistencia familiar, aplica el mismo para llevar el proceso, llegando este a ser considerado 
por muchos como un proceso rápido y eficaz todo ello a razón de velar por el interés del 
menor alimentista. 
El procesado recibe su sentencia y de ser el caso la pena puede variar de uno a tres años de 
pena privativa de libertad, la cual también puede ser convenida a días multa. 
Tenemos entonces que; hablar de delito de omisión a la asistencia familiar deviene de los 
términos de omitir dar asistencia. Y hablar de asistencia viene de encargarse de cubrir las 
necesidades de los miembros de su familia, esta persona es quien debe cuidar a la familia, y 
responder ante sus necesidades, ya sean estas materiales o no, deben encargarse de velar por 
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el pleno desarrollo de cada uno de los miembros de su familia. Pues esta constituye el núcleo 
de una sociedad, sociedad que siempre buscar proteger a la familia. 
Ya que la familia es parte esencial de una sociedad, que esta debe ser protegida por la 
misma, y es que en razón a ello la sociedad, a través de su poder legislativo, da normas que 
aseguren la protección a cada uno de los miembros de la familia. 
El delito de omisión a la asistencia familiar, se aplica por medio del estado, quien en si busca 
la protección de su sociedad, a través de la protección y cuidado de las familias que 
conforman la misma, haciendo castigar al miembro encargado de ella, por no cumplir con su 
obligación 
1.3 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
Para Pino (1997), “El problema significa describir de forma sencilla sus elementos, buscando 
información relevante que contribuyan a su solución”. (p.145) 
1.3.1 Problema General 
¿Debe el delito de Omisión a la Asistencia Familiar ser considerado dentro del Proceso 
Inmediato? 
1.3.2 Problemas Específicos 
¿Cumple el delito de Omisión a la asistencia familiar con los supuestos preestablecidos para 
la aplicación del proceso inmediato? 
¿De qué manera resulta eficaz la aplicación del proceso inmediato  para los delitos de 
omisión a la asistencia familiar? 
1.4 JUSTIFICACIÓN DEL ESTUDIO 
Para Hernández (2010), “La justificación tendrá que dar respuesta a los actos del 
investigador, con lo que se espera alcanzar los objetivos planteados”. (p.14) 
La presente investigación ha sido elegida debido a una controversia sometida a debate que 
aún no tiene un fundamento apropiado como respuesta. Pues existen dudas al momento de 
aplicar el proceso inmediato para los delitos de omisión a la asistencia familiar y muchos 
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cuestionan si se debe dar de esa manera, pues la modificación de los artículos 446 y 447 del 
código procesal penal han traído consigo cambios significativos en la legislación. 
Con la presente investigación se buscara dar solución a dicha controversia, ya que lo que se 
busca con la incorporación de este delito para este tipo de proceso es lograr una mejor 
eficacia en cuanto al funcionamiento de los órganos jurisdiccionales.   
1.4.1 Justificación teórica 
La presente investigación va a buscar una respuesta a la controversia suscitada con respecto 
a la modificación que trajo consigo el decreto legislativo 1194 para Código procesal Penal y 
la inclusión del delito de Omisión a la Asistencia Familiar en el proceso inmediato. Todo 
ello en base a las teorías existentes que serán afianzadas con nuestra investigación. 
1.4.2 Justificación metodológica 
La presente investigación va a ser desarrollada con un método de tipo básica o pura, no 
propone desarrollarse en un marco técnico o científico. Por lo tanto, lo que se pretende es 
contribuir a nuestra doctrina nacional, obteniendo un mejor conocimiento del fenómeno 
estudiado y planteado como realidad problemática. 
1.4.3 Justificación práctica 
Con el producto de la investigación se buscar contribuir a la legislación nacional, y 
argumentar por qué se debe considerar la aplicación del proceso inmediato para los delitos 
de Omisión a la Asistencia Familiar. 
1.4.4 Relevancia 
La presente investigación tiene relevancia social, cultural, educativa y jurídica, ya que como 
resultado se intenta presentar una solución frente a las controversias generadas a razón de la 
modificación del código procesal penal en cuanto a la aplicación del proceso inmediato para 
los delitos de Omisión a la asistencia familiar. 
Además se buscar interpretar y dar a conocer las medidas mediante las cuales se ha 
implementado al delito de omisión a la asistencia familiar, que normas se han aplicado para 




La presente investigación concede aportes para la solución de la controversia suscitada en 
cuanto a la eficacia y aplicación del proceso inmediato para los delitos de omisión a la 
asistencia familiar. Pues es necesario aclarar este tipo de dudas, ya que lo que busca este 
proceso es aligerar de forma significativa la carga procesal generada en los juzgados penales. 
1.5 SUPUESTOS / OBJETIVOS DEL TRABAJO 
SUPUESTOS JURÍDICO 
Supuesto General 
El delito de omisión a la asistencia familiar debe ser consignado dentro de los supuestos de 
aplicación para el proceso inmediato porque este contribuye con la reducción y celeridad en 
materia de carga procesal. 
Supuesto Especifico 1 
El delito de omisión a la asistencia familiar cumple con todos los supuestos preestablecidos 
para la aplicación del proceso inmediato. 
Supuesto Especifico 2 
La aplicación de proceso inmediato para los delitos de omisión a la asistencia familiar 







Determinar si es procedente la aplicación del delito de omisión a la asistencia familiar en los 
procesos inmediatos. 
Objetivo Específico 1 
Evaluar si el delito de Omisión a la asistencia familiar cumple con los presupuestos para la 
aplicación del proceso inmediato. 
Objetivo Específico 2 
Establecer como la aplicación del proceso inmediato en los delitos de omisión a la asistencia 





































2.1 DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 
Luego de haber reunido información respecto al tema a investigar, se debe definir su 
enfoque. Para lograr el desarrollo de los objetivos del tema y plantear las probables 
respuestas (hipótesis), se debe desarrollar un diseño de investigación.  
Ya que un diseño es la guía para poder llevar a cabo la investigación en el terreno que se 
desea abarcar. En el campo de una investigación cualitativa este diseño puede surgir tanto al 
inicio de la investigación, así como luego de haber realizado el planteamiento de los 
problemas. 
La investigación desarrollada bajo el enfoque de un diseño fenomenológico deriva de 
experiencias. Estas experiencias corresponden a la cotidianeidad de quien se ve influenciado 
por sus vivencias.  
Gibbs (2007), “Los fenómenos por su naturaleza se suscitan de forma inesperada, 
corresponde a su investigador enfocarla bajo cualquier método. El tema de investigación 
surge a raíz de conceptos desligados de lo convencional, a estos se les llama fenómenos. (p. 
247). 
Enfoque de Investigación 
Así, la investigación desarrollada bajo el enfoque de un diseño cualitativo y de tipo básica o 
teórica deriva de las experiencias fenomenológicas surgidas en la realidad. Estas 
experiencias corresponden a la cotidianeidad de quien se ve influenciado por sus vivencias. 
Los fenómenos por su naturaleza se suscitan de forma inesperada, corresponde a su 
investigador enfocarla bajo cualquier método. El tema de investigación surge a raíz de 
conceptos desligados de lo convencional, estos se llaman fenómenos. En tal sentido esta 
investigación diseñada bajo el enfoque cualitativo va a brindar una respuesta en base a 
información obtenida a través de técnicas de entrevista, análisis de documentos y encuestas 
con objetivo de brindar respuestas basadas en cualidad más no en cantidad.  
Para Hernández, Fernández y Baptista (2010), “La investigación es de enfoque cualitativo, 
tiene como meta comprender e interpretar el fenómeno de estudio a través de las 
percepciones y/o significados que la experiencia le produce al investigador”. (p. 11) 
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Tipo de Investigación 
El tipo de investigación empleado corresponde a una investigación de tipo básica o teórica 
porque se pretende solucionar el vacío legal en base a conceptos teóricos que ya se aplican 
para situaciones similares, como la aplicación del proceso inmediato en los delitos de 
Omisión a la Asistencia Familiar.  
Para Dieterich (2001), “La investigación básica tiene la finalidad de hallar nuevas hipótesis o 
teorías y en el mayor de los casos ayudar a enriquecerlos conocimientos existentes que 
contribuyan a solucionar un problema de carácter social plenamente identificados”. (p. 118) 
Método del Estudio 
Strauss y Corbin (2002) expresan que “La teoría fundamentada es una teoría derivada de 
datos recopilados de manera sistemática y analizada por medio de un proceso de 
investigación”. (p.21). 
El método de estudio empleado corresponde a Teoría Fundamentada, ello en razón a que 
guarda coherencia con el tema de investigación, y es que se va construir la realidad en base a 
los datos obtenidos por especialistas en la materia penal (jueces, relatores, secretarios y 
abogados litigantes). Estos datos van a estar relacionados a un concepto jurídico que se tenga 
respecto al proceso inmediato y su aplicación para delitos como los de Omisión a la 
Asistencia Familiar. Con análisis de Documentos va a permitir conjugar fundamentos que 
afiancen nuestro tema. 
2.2 MÉTODOS DE MUESTREO 
Escenario de Estudio 
Según Álvarez (2003), “Para el escenario de estudio se debe tener en cuenta la población, y 
es que ésta corresponde al universo que tiene relación o algún vínculo con el tema a 
desarrollarse en la investigación. Así se obtendrá información sucinta y específica para 
obtener resultados que nos ayuden al esclarecimiento de nuestra problemática, esta 
información deberá ser tomada de nuestro universo, validada y procesada para emitir 
conceptos concernientes al tema de investigación (p.87). 
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Las definiciones de “muestra” y muestreo”, tienen definiciones precisas. Ya que por 
ejemplo, cuando se tiene la intención de efectuar la compra de un bien mueble, como vendría 
a ser un vehículo móvil, una característica de habitualidad la constituye que durante el 
periodo de búsqueda, se realice una apreciación de distintos modelos (muestra). Y si 
también, estos modelos de automóviles los comparamos con otros modelos de distintas 
marcas, esta acción constituye “muestreo”. Como seres humanos, en los distintos ámbitos de 
nuestras vidas tomamos decisiones en base a la observación previa que hemos realizado de 
determinada situación. En conclusión en palabras de Cabrera (2013), “El muestreo es una 
constante en nuestro acontecer personal diario, y para llevarlo al campo científico, solo 
necesitamos aplicar la metodología que más convenga según nuestros intereses (p.99). 
Una investigación de enfoque cualitativo, necesita de la opinión de personas que estén 
capacitadas en el tema a investigar. Según Fernández, Hernández, y Baptista (2014) “En 
diversos estudios la opinión de expertos es importante y útil, estas muestras son utilizadas 
habitualmente en investigaciones exploratorias y cualitativas (p. 387). Para la presente 
investigación se va a contar con la entrevista a diez sujetos, que tengan un conocimiento 
técnico y empírico de la realidad de los hechos, que describe nuestra realidad problemática. 
Es decir, abogados especializados en Derecho Procesal Penal, con la finalidad de que los 
valiosos aportes de sus conocimientos sean precisos y acorde al tema en investigación. 
Entonces, el concepto de muestra corresponde a la extracción de un universo que tiene 
relación con el tema a investigar. A partir de la muestra se desarrolla un estudio del 
fenómeno que nos interesa, cuyo resultado ha de ser generalizado para todo nuestra 
población estudiada. La relación de muestreo a muestra, corresponde a una de género y 
especie; por muestreo se entiende que es la vía para el logro de la muestra, mientras que la 
muestra es el pequeño y determinado elemento que forma parte de nuestra población. Por 
ello, para viabilizar nuestro proyecto de investigación, sectorizaremos parte de la población 
de Lima Norte, y esta está conformada por Jueces, relatores, secretarios judiciales, abogados 
litigantes de Lima Norte. A quienes se entrevista a fin de obtener sus experiencias en el 
ámbito del derecho procesal penal y la nueva aplicación del código procesal penal respecto a 
la implementación del proceso inmediato para los delitos de omisión a la asistencia familiar. 
2.2.1 Caracterización De Sujetos 
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La caracterización de los sujetos determinara de forma precisa a quienes se aplicara el 
instrumento de recolección de datos, con el objeto de reafirmar los supuestos jurídicos 
planteados en el presente estudio, se aplicará la entrevista a los sujetos que son los 
encargados de dirimir conflictos jurídicos, así como a los que coadyuvan en la defensa legal 
de los directamente afectados, es decir, a abogados, jueces, secretarios y otros especialistas 
en Derecho Penal, con la finalidad de que los valiosos aportes de sus conocimientos sean 
precisos y acorde al tema en investigación. 
Para aplicar nuestras entrevistas, hemos tomado en consideración los siguientes criterios de 
los sujetos ya mencionados líneas arriba: Cualidades personales, pero las que más incidencia 
tienen en el ámbito académico de investigación son las cualidades profesionales, ello pues 
permite dar objetividad, credibilidad y certeza a la información que brinden los 
entrevistados. Así, podremos avalar nuestro tema en cuestión, valiéndonos de información de 
primera mano y cualificada para la investigación. Lo especificado se puede apreciar en la 
siguiente tabla: 
 
Caracterización de sujetos 




Mg. María Antonieta 
Córdova Pintado 
Jueza del Tercer Juzgado 
Penal Liquidador 
Permanente de la Corte 
Superior de Justicia Lima 
Norte – Poder Judicial 
27 años 
2 
Percy Luis la Cruz 
Chávez 
Relator de la Cuarta Sala  
Penal Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia 




Karla Esther Villalobos 
Carrera 
Relatora de la Tercera Sala 
Penal Liquidadora de la 




de Lima Norte – Poder 
Judicial 
4 
Patricia Elizabeth More 
Salinas 
Secretaria de Actas de la 
Primera Sala Penal 
Liquidadora de la Corte 




Jorge Luis Córdova 
Coronado 
Asistente Judicial de la 
Tercera Sala Penal 
Liquidadora de la Corte 






Secretario de Actas de la 
Tercera Sala Penal 
Liquidadora de la Corte 
Superior de Justicia de Lima 





Juez Superior de la Cuarta 
Sala Penal Liquidadora de la 
Corte Superior de Justicia 
de Lima Norte 
35 años 
8 






*Fuente: Elaboración Propia 
 
Plan de análisis o trayectoria metodológica 
La metodología a emplearse es una investigación puede ser variada, ya que existen múltiples 
métodos. Para el desarrollo de una investigación en la ciencia jurídica, el más próximo a 
usarse y de más común uso es el “cualitativo”. Esto se presenta por la propia naturaleza del 
derecho que no es una ciencia de exactitudes. Bajo el enfoque cualitativo, no se requiere de 
un proceso de datos exactos, o de algún programa estadístico. Su objeto de estudio versa 
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sobre hechos que se suscitan deforma espontanea, y puede desarrollarse sobre ideas y 
conceptos. Su análisis y proceso de datos es de preponderancia de carácter narrativo. El 
resultado de este enfoque de investigación versa sobre cualidades, del fenómeno estudiado. 
Puede que se presenten confusiones en el análisis, porque todo depende del sujeto receptor, 
sobre todo por su cualidad.  
2.3 Rigor Científico 
Lo que busca una investigación de carácter científico es que haya correlación entre sus ideas. 
Es decir, se exige rigor científico para que la investigación está desarrollada bajo un 
parámetro de aspectos técnicos. Se exige que se presente coherencia entre la teoría y su 
interpretación. Existen técnicas y teorías científicas, todas pueden ser usadas conforme el 
investigador lo requiera. Al final, el resultado obtenido por una investigación plasmada y 
desarrollada con técnica científica, constituye validez. (Hernandez, Fernandez y Baptista, 
2010, pp.60-61) 
2.4 Analisis Cualitativo de los Datos 
Tomando en cuenta las técnicas e instrumentos para la recolección de datos y conforme a lo 
mencionado por Hernández, Fernández y Baptista (2006), “una de las particularidades que 
definen el análisis cualitativo de la información, es que lo que resulte de ella hará que 
tengamos un propia explicación o expectativa sobre el tema”. (p.624) 
Alcance de la Investigación 
En la presente investigación, el alcance explicativo nos permitirá exponer y explicar sobre la 
incorporación del proceso inmediato para los delitos de Omisión a la asistencia familiar, 
pues según Cazau (2006), “La investigación tiene alcance explicativo cuando se intenta 
explicar la relación entre dos o más variables, además de la razón por la que ocurre el 
fenómeno (p. 28). 
Método de Análisis de Datos 
Método Hermenéutico: En este método se hace necesaria la interpretación y explicación de 
las opiniones que fueron vertidas por las fuentes, es decir, los entrevistados. Además se debe 
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tener en cuenta la proyección de los datos que se recopilaron durante la investigación, 
teniendo como base y fundamento, el objeto de la investigación que se realiza. 
Método Sistemático: A través de este método, el investigador debe conectar cada opinión 
obtenida de cada uno de los entrevistados y asociarla a datos obtenidos, y canalizados de 
forma sistemática. Por este método se arriba a conclusiones de tipo holísticas.  
Método de las Construcciones Jurídicas: Este método de análisis se enfoca a determinar la 
naturaleza del fenómeno que se estudia, se canaliza y proyecta a través de un proceso que 
utiliza la lógica y la ciencia jurídica, que tiene como resultado desembocar en un acceso de 
la realidad jurídica. 
2.5 Aspectos Éticos 
La ética es una disciplina que emplea para su práctica a los valores morales y códigos 
existentes que ella misma genera. La ética corresponde a actuar bajo lineamientos de respeto 
y responsabilidad, por las normas y/o costumbres que delimitan nuestro comportamiento 
como seres humanos en la sociedad. Desarrollar una creación intelectual requiere de bases 
que constituyen el buen actuar de ciudadano responsable. No se puede tomar en cuenta un 
precepto emanado de creación de tercero, porque claramente constituye agravio hacia la 
creación ajena (Cabrera, 2013, pp.61-62) 
Por lo tanto, la presente investigación se desarrolló en total pre disposición y observancia de 
las normas brindadas por la Universidad Cesar Vallejo. Respetando para su elaboración el 
método científico, siendo una investigación enmarcada en el enfoque cualitativo, en 
concordancia con el esquema proporcionado por la Universidad; tomando en cuenta las 
pautas e indicaciones establecidas tanto por el asesor metodológico como por el asesor 
temático. Además de la correcta aplicación de  la norma, estilo APA- American Psycological 



























Para la presente investigación se realizaron entrevistas con profesionales del derecho que han 
desempeñado su carrera en diferentes cargos y funciones, tal es el caso de jueces, relatores, 
secretarios judiciales, y abogados litigantes. Obteniendo según el caso las respuestas que a 
continuación se detallan: 
3.1 RESULTADOS DE ENTREVISTAS 
Objetivo general 
Determinar si es procedente la aplicación del proceso inmediato para los delitos de Omisión 
a la Asistencia Familiar. 
En Relación a si ¿El delito de Omisión a la Asistencia Familiar debe ser llevado dentro de un 
proceso penal? 
Quiroz (2018), Juez Superior de la cuarta sala penal liquidadora de la Corte Superior de 
Lima Norte, sostiene que “El delito de Omisión a la Asistencia Familiar, como tal debe ser 
tratado dentro de un proceso penal, pues en respuesta a la resolución emitida en la vía civil 
es que el Derecho Penal interfiere con el fin de hacer efectiva la resolución antes dada”. 
Córdova (2018), nos dice que “La omisión debe ser sancionada, no solo por el hecho de no 
cumplir con su obligación de prestar alimentos, sino por incumplir con un mandato judicial, 
ya que en este caso hay una resolución que obliga al demandando a cumplir con su 
obligación y el no hacerlo hace que se ejerza una de las fuerzas coercitivas del Estado. 
Para La Cruz (2018), “El delito de Omisión a la asistencia familiar si debe ser tratado dentro 
de un proceso penal, pues este ya por el hecho de ser considerado delito es acreedor a una 
sanción penal”. 
Según Villalobos (2018), “El proceso penal busca hacer efectivo el derecho, y reprime 
cualquier conducta que valla contra la integridad de una persona, por ello es que si debe de 
ser tratado el delito de Omisión a la asistencia Familiar dentro de la vía Penal”. 
More (2018), comenta que “El delito de Omisión a la asistencia familiar, tal y como 
menciona su nombre es desde ya un delito que debe ser tratado por la vía penal para que así 
su sanción sea efectiva”. 
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Por su parte Córdova  (2018), Menciona que “La tratativa de Alimentos dentro de un proceso 
penal va más que todo en razón a la necesidad de hacer cumplir un mandato judicial previo”. 
Contreras (2018), por su parte nos dice que “El delito de omisión a la asistencia familiar 
nace en la vía civil y aparece en la vía penal en razón a la ejecución de la resolución dada en 
el proceso anterior”. 
Según Hernández (2018), se debe considerar al delito de Omisión a la Asistencia Familiar; 
“Porque este es un ilícito que nace en razón a la desobediencia de parte del demandado a 
cumplir con prestar alimentos, en esa línea lo que busca es que la resolución emitida sea 
ejecutada”. 
Para Collazos (2018), “El delito de Omisión hace referencia a un incumplimiento en la 
obligación a un mandato judicial, el omitir prestar alimentos es ahora una tema mucho más 
importante, puesto que existe una persona que necesita de ellos, por tal razón lo que se busca 
con la vía penal es se cumpla con ejecutar la sentencia dada previamente”. 
Respecto a si ¿Se debe considerar al delito de Omisión a la Asistencia Familiar dentro del 
proceso Inmediato? 
Para Quiroz (2018), “La idea del legislador es buena en cuanto a la implementación del 
proceso inmediato, pues uno de los casos que se ven con mayor  frecuencia son los Omisión 
a la asistencia familiar, podiendo decir que este es uno de los cinco delitos más comunes que 
se ven”. 
Según Córdova (2018), se debe aplicar el proceso inmediato para el delito de omisión a la 
asistencia familiar; “Ya que esta es una solución inmediata para este tipo de proceso, pues lo 
que importa aquí es la celeridad con la que se den los casos, ya que el alimentista no puede 
esperar, lo que pide es necesario para su subsistencia”. 
La cruz (2018), “El delito de omisión a la asistencia familiar busca que se cumpla con la 
obligación que se tiene y es más que obvio que este proceso debe ser rápido y con un buen 
fundamento legal, por ello considero oportuna la implementación de este proceso para este 
tipo de delitos”. 
Para Villalobos (2018), “Si, ya que es una respuesta rápida e oportuna”. 
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Según More (2018), “Pues sin lugar a duda es buena la implementación del proceso 
inmediato para este tipo de delitos que en la actualidad son uno de los más frecuentes”. 
Córdova (2018), nos dice que “Es correcta la incorporación del proceso inmediato para los 
delitos de omisión a la asistencia familiar, debido a la celeridad que ofrece este tipo de 
proceso”. 
Para Contreras (2018), “La idea del legislador es buena y no hay duda que el fin de esta 
implementación es la de disminuir la carga procesal, pero a mi entender se debió tener más 
cuidado en la aplicación del mismo, ya que si es una solución, pero no es la gran solución, 
como muchos juristas las venden”. 
Por su parte Hernández (2018), “Si, debido a que este tipo de ilícito son uno de los que se 
ven con mayor frecuencia en las sedes del poder judicial, es por eso que considero apropiada 
la aplicación del proceso inmediato para este tipo de delitos”. 
Collazos (2018), “La implementación del Proceso inmediato para este tipo de delito es un 
gran aporte para la celeridad de los proceso judiciales, y esta es más que oportuna 
considerando la reciente política de descarga procesal que se busca implementar”. 
Respecto a ¿Qué dificultades considera Ud. Se pueden encontrar en la aplicación del proceso 
inmediato para los delitos de Omisión a la asistencia familiar? 
Expertos como Quiroz, Córdova y La Cruz (2018), coinciden en que “El mayor de los 
problemas que se pudiesen presentar para aplicar el proceso inmediato es que no exista una 
debida notificación del proceso, pues como tal se han presentado muchos casos donde el 
obligado desconocía totalmente el hecho que se le estaba imputaba debido a que nunca se le 
llego a notificar parte del proceso en su contra”. 
Para los demás entrevistados una razón más frecuente es que en muchos de los casos los 
jueces de paz letrado no cumplen con enviar el requerimiento expreso para la investigación 
pertinente y en otros no se adjuntan debidamente los cargos que muestren las notificaciones 
que se han realizando, pues en muchos casos estos exigen al fiscal se verifique la dirección 
del imputado, siendo eso tarea del juez quien dicto la resolución. 
Objetivo específico 1 
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Evaluar si el delito de Omisión a la asistencia familiar cumple con los presupuestos para la 
aplicación del proceso inmediato. 
Respecto a  ¿Cuáles son los supuestos para la aplicación del proceso inmediato? 
Quiroz (2018), “Antes de la implementación del decreto legislativo 1194, era tres los  
supuestos para la aplicación del proceso inmediato, pues solo bastaba con que el imputado 
haya confesado los hechos por los que se le acusa, que haya sido encontrado en flagrancia al 
cometer le hecho delictivo, que existan suficientes elementos de convicción para iniciar el 
proceso. Ahora con esta nueva reforma, que en realidad no es nueva se han agregado dos 
supuesto más, como el de omisión a la asistencia familiar y el de conducción en estado de 
ebriedad”. 
Para Córdova (2018), “Los supuestos para la aplicación del proceso inmediato se encuentran 
regulados en los artículos 446, 447 y 448 del código procesal penal, donde se han agregados 
dos supuestos más a los ya previsto, si bien antes se contaba con la flagrancia, la confesión 
sincera y los suficientes elementos de convicción para la aplicación del proceso inmediato, 
ahora se aplican también para delitos como el que venimos comentando, Omisión a la 
asistencia familiar y el de conducción en estado de ebriedad, ambos considerados delitos 
bagatela, por su naturaleza no tan lesiva”. 
La Cruz (2018), “La Flagrancia, Confesión del hecho delictivo y suficientes elementos de 
convicción, así como los implementados en razón al decreto legislativo 1194, el delito de 
Omisión a la asistencia familiar y para los casos de conducción en estado de ebriedad”. 
Según Villalobos (2018), “El encontrar al imputado in fraganti y que este confiese la 
comisión del hecho, junto a que se presenten los elementos que prueben su versión, es la 
figura típica para la aplicación del proceso inmediato; ahora con la reforma que se viene 
dando entran también los delitos de omisión a la asistencia familiar y conducir en estado de 
ebriedad a los supuestos, pero estos delitos cumplen con lo mencionado anteriormente por lo 
cual la figura se aplica por si sola”. 
Para More (2018), “Los supuestos para la aplicación del proceso inmediato son los previstos 
en los artículos 446,447 del código procesal penal y estos son: la flagrancia, la confesión de 
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parte del imputado, los suficientes elementos de convicción, para los delitos de omisión a la 
asistencia familiar y de conducción en estado de ebriedad”. 
Según Córdova (2018), “Se aplicaran el proceso inmediato para lo siguiente: si el acusado ha 
sido encontrado en flagrancia, si ha confesado la comisión de los hechos que se le imputan, 
si existen suficientes medio de que prueben su manifestación y para los casos de Omisión a 
la Asistencia Familiar y Conducir en estado de Ebriedad”. 
Contreras (2018), “Son el delito de Omisión a la Asistencia Familiar, Conducir en estado de 
ebriedad, supuestos para la aplicación del proceso inmediato, así como los regulados 
anteriormente según el código procesal penal del 2004”. 
Según Hernández y Collazos (2018), “El proceso inmediato se aplicara para los casos de 
flagrancia, confesión sincera, suficientes elementos de convicción, el delito de omisión a la 
asistencia familiar y conducción en estado de ebriedad; esto teniendo como referencia al 
código procesal penal el mismo que fuese modificado por el decreto legislativo 1194”. 
Respecto a ¿Cuál es la figura típica para la comisión del delito de Omisión a la asistencia 
familiar? 
Los especialistas coinciden en que esta figura típica para la comisión del delito de omisión a 
la asistencia familiar se da en razón a la Omisión por parte del obligado a cumplir con una 
resolución judicial previa, tal y como consta en el código penal, el cual sanciona dicha 
acción con una pena privativa de libertad no mayo a tres años. 
En razón a si ¿El delito de Omisión a la asistencia familiar cumple con los requisitos 
preestablecidos para la aplicación del proceso inmediato? 
Es una opinión compartida por los especialistas, que señalan que el delito de Omisión a la 
Asistencia Familiar, si cumple con los requisitos previstos para la aplicación del proceso 
inmediato e incluso detallan que este delito es considerado como tal, dentro de los supuestos 
de aplicación. 
Señala Quiroz (2018), “Si bien el punto débil o de controversia se puede dar en razón a los 
casos de flagrancia, cabe decir que esta no sería un problema, debido a que para que se dé la 
figura de este ilícito se tiene como base un resolución emitida en sede judicial, que hace que 
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se configure como delito, desde el momento en que el imputado no accione en razón a dicha 
orden siendo así que al momento de su detención este se encontraba cometiendo el hecho 
delictivo”. 
Para La Cruz (2018), “El delito de Omisión a la Asistencia familiar si cumple con lo previsto 
para la aplicación del proceso inmediato, aunque para algunos no sea así, pues tal es el caso 
que muchos asocian a la flagrancia como un punto de quiebre para la aplicación del proceso, 
lo cual es un argumento invalido, pues desde que se tiene conocimiento de una resolución en 
su contra, se tiene por hecho la comisión del ilícito a pesar de que se detenga al imputado 
tiempo después de emitida tal resolución. 
Según Córdova (2018), “Se debe aplicar el proceso inmediato para los delitos de Omisión a 
la Asistencia Familiar, pues primero este proceso tiene como supuesto para su aplicación a 
tal delito. Y también este delito cumple con los demás requisitos tales como; la flagrancia, la 
cual se da mediante la omisión a cumplir con su obligación por parte del imputado, la 
confesión en mucho de los casos se dan en razón a agilizar las cosas y los elementos de 
convicción del hecho delictivo, tienen su sustento en la resolución y liquidación emitida por 
el proceso civil previo, por ello considero que es pertinente decir que este delito cumple con 
todos los supuestos previstos para la aplicación del proceso inmediato. 
Objetivo específico 2 
Establecer como la aplicación del proceso inmediato en los delitos de omisión a la asistencia 
familiar contribuyen con la reducción de la carga procesal en los juzgados de Lima Norte 
Respecto a ¿De qué manera resulta eficaz la aplicación del proceso inmediato  para los 
delitos de omisión a la asistencia familiar? 
Especialistas como Quiroz (2018), sostienen que “Sin lugar a duda el proceso inmediato a 
obtenido los resultado esperados en cuanto a su aplicación para los delitos de Omisión a la 
Asistencia Familiar y resulta ser eficaz, pues prueba de ello es la considerable reducción del 
tiempo en emitir una sentencia sobre el casos que se presente”. 
Para Córdova (2018), “Pese a las controversias que se puedan suscitar respecto al tema, cabe 
recalcar los resultado que se van dando con esta nueva implementación, pues cierto es que se 
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ha contribuido con parte de la carga procesal existente, ya que este tipo de delito constituía 
uno de los más frecuentes”. 
Los demás especialistas coinciden con las opiniones dadas por los ya mencionados puesto 
que en general, ellos encuentran eficaz la aplicación que se da al proceso inmediato para 
delitos como el de la Omisión a la asistencia familiar. Pues el resultado que deviene de ello 
es la ligereza con la que se están resolviendo estos casos, siendo esto de gran ayuda al 
descongestionamiento de la carga judicial. 
En referencia a ¿Es Necesaria la obligatoriedad de la aplicación del proceso inmediato para 
los delitos de Omisión a la asistencia familiar? 
Quiroz (2018), “A mi parecer no era necesaria considerar como obligación del fiscal el 
aplicar el proceso inmediato para este tipo de delitos,  pues era suficiente con la 
incorporación de estos para la aplicación del proceso inmediato, el obligar a aplicar el 
proceso inmediato trae consigo controversia ya que de alguna forma se le estaría quitando la 
libertad de dirigir la investigación”. 
Por su parte Córdova (2018), “Antes de entrar en vigencia el decreto legislativo 1194, era 
facultad del fiscal si se aplicaría el proceso inmediato para este tipo de proceso, y eran  
muchos los cuestionamientos cuando se daba, ahora que se considera de forma obligatoria es 
un poco menos la responsabilidad del fiscal como agente del ministerio publico el aplicar el 
proceso, pues si ya que este cumpliría con los supuestos requeridos para su aplicación no 
habría más problema”. 
Para La Cruz (2018), “Si bien la implementación del proceso inmediato para este tipo de 
delitos es buena, no hay que dejar de lado que obligar al fiscal a aplicar este proceso lo limita 
y de cierta forma contraviene a las facultades que se le confieren a este, facultades que son 
prevista incluso por la Constitución Política del Perú”. 
Villalobos (2018), “Para mí es correcta la obligatoriedad del proceso inmediato para este tipo 
de delitos, pues lo que busca el legislador es que se cumpla su utilidad, ya que el proceso 
inmediato no es del todo nuevo en nuestra legislación, sino que  siempre ha dado pie a 
controversia debido a ser este proceso diferente, por ello eran pocos los casos que se daban y 
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no en razón a una decisión del fiscal, sino por el hecho de hacer calzar la figura ilícita dentro 
de los supuestos requeridos para su aplicación”. 
Por su parte More (2018), “No se debe cuestionar la obligatoriedad o no del proceso, sino la 
aplicación del mismo lo que  quiero decir es que si este proceso se ha implementado por  
razones de celeridad y como contribución a la demanda existente de casos de este tipo, es 
más que obvio sea necesario, siendo la obligatoriedad  innecesaria”. 
Córdova (2018), “No considero apropiada que se deba obligar al fiscal ha aplicar un proceso, 
no cuestiono la aplicación del proceso inmediato para los delitos de omisión a la asistencia 
familiar, sino al hecho de que esta sea considerada como obligatoria, ya que es el fiscal el 
encargado de dirigir las investigaciones preliminares y proponer el proceso a ejecutarse, por 
eso no encuentro necesaria la obligatoriedad, además de ser un punto de quiebre para las 
facultades que se le dan al fiscal”. 
Según Contreras (2018), “No era necesario aplicar el termino obligatorio, el legislador tuvo 
que considerar que una de las facultades del ministerio publico es la de dirigir las 
investigaciones en la etapa preliminar, y de iniciar la acusación de darse el caso, por ello que 
no considero necesaria la aplicación obligatoria del proceso inmediato”. 
Hernández (2018), “Sin lugar a duda es controversial este tema, ya que si bien muchos 
consideran que con ello se está quitando poder al ministerio público, considero que no es así, 
sino que se le está dando la facilidad para que este pueda aplicar un proceso que en sí solo 
busca reducir la elevada carga procesal presente en  los juzgados”. 
Para Collazos (2018), “Es el proceso inmediato una solución a la elevada carga procesal y 
con la obligatoriedad de este para delitos como el de omisión a la asistencia familiar solo se 
está buscando que se cumpla el fin para el cual fue regulado”. 
En razón a si se considera  ¿Qué la inclusión del delito de omisión a la asistencia familiar en 
el proceso inmediato cumple con su finalidad practica y social dentro de los procesos 
penales? 
Pues como se menciono respecto a los resultados que se vienen dando con la aplicación del 
proceso inmediato a los delitos de omisión a la asistencia familiar, todos los especialistas 
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coinciden en que el proceso inmediato está cumpliendo con su finalidad practica, en razón a 
que con ello se están resolviendo con mayor agilidad los casos que se presente del tema de 
omisión, lo cual constituye un mayor tiempo para casos de otra índole, y cumple con su 
función social por el hecho de que al resolver dichos casos de forma rápida y en respecto al 
principio básico del debido proceso, con lo que son cada vez menos las personas afectadas 
por este tipo de actos.   
Respecto a si  se considera que: ¿La reforma procesal contribuye a mejorar el sistema 
procesal penal para la gran carga generada por los delitos de omisión a la asistencia familiar? 
Para Quiroz (2018), “La reforma procesal que se ha dado en base a la aplicación del nuevo 
Código Procesal Penal, ha dado sus frutos en cuanto a la eficacia y celeridad de los procesos 
penales, pues esta no solo abarca a los delitos de Omisión a la asistencia familiar, sino 
también esta reforma trae consigo cambios significativos que en muchos de los casos ya eran 
necesarios”. 
Según Córdova (2018), “Sin lugar a duda, la implementación del nuevo código procesal 
penal ha contribuido con la tratativa para cierto tipo de delitos, entre los cuales destaca el de 
Omisión a la Asistencia Familiar, pues este venía siendo uno de los que más carga procesal 
causaba. 
3.2 RESULTADO DEL ANALISIS DOCUMENTAL 
Continuando con el análisis de los resultados, se han recolectado documentos de la 
legislación nacional que contribuyen con la investigación, esto en base a nuestros objetivos 
planteados. 
Objetivo general 
Determinar si es procedente la aplicación del proceso inmediato para los delitos de omisión a 
la asistencia familiar. 
El documento analizado corresponde a la sentencia emitida en el expediente N° 331-2016, de 
la Libertad, por el caso de Delito de Omisión a la Asistencia Familiar, donde el Juez de la 
investigación preparatoria, en cumplimiento de los estipulado aplico la figura de incoación 
de proceso inmediato, siendo esta apeldada por la defensa del imputado bajo el argumento de 
que se estaría presentando un agravio constitucional, afectando directamente al debido 
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proceso y el derecho de defensa de su patrocinado. Manifestando que “se ha interpretado de 
forma errónea lo dispuesto en el Art. 446.4, supuesto que se debe encuadrar en el Art. 
446.1.c y no en el Art. 446.1.a, por lo cual se debió emplazar al procesado antes de incoar el 
proceso inmediato”. 
La primera sala penal de la Libertad, confirmo la resolución dada por el juez de la 
investigación preparatoria, debido a que la fiscalía recibió la declaración por parte del 
imputado, siendo este emplazado por el fiscal en el momento oportuno. Desmintiendo de esa 
forma el argumento presentado por la defensa. 
Como se puede apreciar en cuanto a la aplicación del proceso inmediato se puede inferir que 
es procedente para estos casos siempre que se haya cumplido con todos los supuestos 
preestablecidos, concluyendo entonces que el proceso inmediato tiene como punto inicial el 
de la investigación preparatoria donde se tiene que tener mucho cuidado con la aplicación ya 
que de no ser el caso esto puede desvirtuar todas las actuaciones llevadas a cabo. 
 
Objetivo especifico 1 
Evaluar si el delito de Omisión a la asistencia familiar cumple con los presupuestos para la 
aplicación del proceso inmediato. 
Para este caso se tomara en referencia el Acuerdo Plenario 2-2016/CIJ-116, donde se resalta 
los elementos para la comisión del delito de omisión a la asistencia familiar, según el 
fundamento numero 15, la incoación del proceso inmediato, según el artículo 446 del nuevo 
código procesal penal, nos dice que no hace falta que se apliquen los presupuestos como los 
de evidencia delictiva (flagrancia), tomando como justificación constitucional para el 
proceso inmediato su fundamento material. 
El proceso inmediato se ha de aplicar para los delitos de omisión en razón a las 
circunstancias del delito y que ello cumpla con los supuesto para la aplicación de un caso 
simple, ya que este proceso no es un proceso configurado para condenar a los imputados sino 
para que este cumpla con su obligación. 
 67 
 
Los delitos de Omisión a la asistencia familiar vulneran de forma directa una obligación la 
cual pone en peligro al alimentista. Por ello es que se busca una solución rápida y practica 
para la ejecución de dicha obligación.  
 
Objetivo especifico 2 
Establecer como la aplicación del proceso inmediato en los delitos de omisión a la asistencia 
familiar contribuye con la reducción de la carga procesal en los juzgados de Lima Norte. 
Volviendo a tomar en cuenta al Acuerdo Plenario 2-2016/CIJ-116, podemos hacer mención a 
que este proceso ha contribuido notablemente a la política de descarga procesal, la cual 
busca hacer que los proceso sean resuelto de forma más rápido, respetando siempre los 
principios básicos del derecho. 
La aplicación de este se daría en base a la existencia de una resolución judicial previa y la 
obligación probada de quien los debe prestar, con lo que se configuraría suficiente evidencia 
delictiva para la aplicación del proceso, con lo que se evitarían etapas, con lo que se 
conseguiría ahorrar recursos y tiempo al estado. Por lo que se puede decir que el proceso 































En este capítulo de la investigación se van a vincular de forma sistemática los resultados 
obtenidos a través de las entrevistas realizadas y el análisis documental. Además, de 
contrastar los resultados con los diversos conceptos teóricos que se han trabajado, todo ello a 
fin de dar respuesta tanto al problema general como a los problemas específicos de la 
investigación. Para así confirmar o no las hipótesis plateadas. 
PROBLEMA GENERAL 
¿Debe el delito de Omisión a la Asistencia Familiar ser considerado dentro del Proceso 
Inmediato? 
 
Según el resultado de la entrevista, aplicada a 10 especialistas en el tema, respecto a si se 
debe o no considerar al delito de omisión a la asistencia familiar dentro del proceso 
inmediato; coincidieron en que el proceso inmediato es un proceso especial que se basa en 
los principios de celeridad y eficacia, y que en razón a ello era más que necesario la 
aplicación de este para los delitos de Omisión a la asistencia familiar. 
Pues tomando la opinión de los especialistas como la de los diversos autores que se han 
mencionado en la presente investigación, el proceso inmediato facilita la aplicación del 
derecho y para los caso de Omisión donde se persigue el proteger al alimentista, que en 
muchos casos son menores de edad, por ello consideramos que es dable que se apliquen este 
tipo de procesos. 
Dentro de nuestro contexto actual y según lo estudiado son muchos los casos que se dan por 
omisión a la asistencia familiar y esto parte en razón a que si bien se tiene una resolución a 
favor, dicha no es ejecutada, siendo labor del juez informar de los hechos para que estos se 
puedan resolver.  
Autores como Araya (2010), declaran que es necesaria la aplicación de este proceso para 
este tipo de delitos, considerados por muchos como delitos de baja peligrosidad o delitos 
bagatela. Ello ya que su aplicación sería mucho más factible. 
Pero pese a ello hay quienes contradicen tales razones y la cuestión parte de si es viable o no 




PROBLEMA ESPECÍFICO 01 
¿Cumple el delito de Omisión a la asistencia familiar con los supuestos preestablecidos para 
la aplicación del proceso inmediato? 
En base a las entrevistas realizadas podemos decir que el delito de Omisión a la asistencia 
familiar si cumple con los supuestos preestablecidos para la aplicación del proceso 
inmediato, debido a que son supuestos para la aplicación del proceso inmediato los previsto 
en los artículos 446,447 del código procesal penal; tales como la flagrancia delictiva, la 
confesión por parte del acusado, suficientes elementos de convicción y para los delitos de 
omisión a la asistencia familiar y conducción en estado de ebriedad. 
Para muchos autores e incluso algunos de los especialistas consideran que el hecho de 
determinar la flagrancia para el delito de omisión a la asistencia familiar pueda ser algo 
confuso, lo cierto es que muchos de ellos han dado cuenta de que este supuesto se basa 
principalmente en el hecho generador del delito, es decir que el delito se configura en razón 
a la omisión de cumplir con dar alimentos, pese a existir una resolución que lo ordene. 
Teniendo eso en mente, parte la idea de que si se tiene una resolución previa que ordena el 
pago de la liquidación de devengados o el monto que se debe dar para cumplir con su 
obligación y que pese a ello se niegue a realizar tal acción, es a aquella conducta a la que se 
le llamaría flagrancia, debido a que  este sujeto es conocedor primero de su obligación, y 
segundo de su rebeldía o conducta que está tomando, por ello si este es detenido, sin que 
haya realizado el pago alguno o cumplido con el mandato se tendría la figura de flagrancia, 
ya que al momento de proceder con su detención este se encontraba haciendo caso o miso a 
dicha orden que fuese emitida por un juez en una sala civil. 
Ahora, respecto a la confesión de los hechos por parte del imputado, es de esperar que en 
muchos de los casos estos sujetos admitan su responsabilidad a fin de terminar de la forma 
más rápida el proceso en su contra, con lo cual encajaría en el segundo supuesto para aplicar 
el proceso. 
En referencia al supuesto de que existan suficientes elementos de convicción que prueben la 
comisión del hecho, pues esto queda en manos del fiscal y del juez quien pidió se inicie la 
investigación, ya que con la existencia de una resolución judicial que obligue al ahora 
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imputado a cumplir con su obligación es más que suficiente, claro está que para mayor 
certeza sería apropiado incluir a ella la liquidación de los devengados, así como los cargos de 
notificación que se hayan dado. Con lo cual se tendría certeza de los hechos suscitados, así 
como de la manifestación que se hubiese dado. 
PROBLEMA ESPECIFICO 02 
¿De qué manera resulta eficaz la aplicación del proceso inmediato  para los delitos de 
omisión a la asistencia familiar 
La aplicación del proceso inmediato para los delitos de Omisión a la asistencia familiar han 
venido dando grandes resultados, en cuanto a celeridad se refiere, ya que como expresan de 
forma conjunta los especialistas, el proceso inmediato es una gran solución a la elevada 
carga procesal vista en las sedes judiciales a nivel nacional. 
Si bien el proceso inmediato se define por ser un proceso especial que busca la reducción de 
etapas tal como los señala Sánchez (2009, p.9). 
Resulta eficaz su aplicación ya que este proceso no solo busca la celeridad del mismo, sino 
que este no atente contra los derechos de a quien se acusa, teniendo en cuenta ello se ha 
podido observar como en los casos donde se han aplicado este tipo de proceso ha mejorado 
la atención que se le da en cuanto a la rapidez en resolver el conflicto, siendo ello un punto a 
favor de tal proceso. 
Si bien el delito de omisión a la asistencia familiar representa uno de los grandes problemas 
en cuanto a carga procesal refiere, la solución que plantea el legislador respecto a incluir este 
delito para los procesos inmediatos resulta obvia ya que este proceso, no merece mayor 
complejidad, lo cual lo convierte en idóneo para la aplicación del proceso inmediato. 
Especialistas en el tema que viven con la realidad dan fiel testimonio de cómo es que los 
casos de omisión han ido siendo atendidos de forma oportuna, contribuyendo ello no solo la 
búsqueda de la justicia o con los delitos de omisión a la asistencia familiar, sino también con 
el resto de procesos ya que al liberarse de cierta forma la carga procesal que genera este 







Teniendo en cuenta el trabajo realizado y la información recolectada a través de las 
entrevistas formuladas y del análisis documental visto, pudimos llegar a las siguientes 
conclusiones:  
Primero se puede decir que el proceso inmediato es un gran avance para la obtención de 
resultados, pues gracias a ello se puede actuar con celeridad y eficacia frente a los casos en 
los que se puedan emplear este tipo de procesos. 
Segundo podemos concluir que pese a la existencia de cuestionamientos sobre si es viable o 
no la aplicación del proceso inmediato, queda más que claro que la implementación de este 
proceso para delitos como la Omisión a la asistencia familiar, contribuyen de forma 
significativa a la carga procesal que se da en las sedes judiciales del país. 
Tercero, la promulgación del decreto legislativo 1194, el cual modifica los artículos 446, 447 
y 448 del código procesal penal, el cual menciona la obligación que tiene el fiscal para la 
aplicación del proceso inmediato para los delitos de omisión a la asistencia familiar, 
promueve el uso de este proceso y asegura que la aplicación de justicia para este tipo de 
ilícitos se aplique, protegiendo así la integridad de la personas que depende ello para su 
subsistencia.  
Cuarto, el proceso inmediato es una de las formas procedimentales que suprime las etapas de 
la investigación preparatoria e intermedia en relación al proceso común, por lo que se 
considera aplicable en casos con o sin flagrancia. Según el artículo 446, inciso 1, del Código 
Procesal Penal, los supuestos de procedencia del proceso inmediato son la flagrancia 










En base a las conclusiones a las que se han podido llegar a través de la presente 
investigación, se formulan las siguientes recomendaciones: 
Primero se recomienda una mayor difusión de los mecanismo especiales para la solución de 
conflictos, ya que estos han demostrado ser de gran utilidad para la aplicación de justicia no 
solo para los delitos de omisión a la asistencia familiar, puestos pueden ser empleados para 
diversos tipos de delitos en los cuales se pueda mostrar con certeza la comisión del hecho 
lesivo. 
Segundo se recomienda la modificación de los presupuestos para la aplicación del proceso 
inmediato, ello en razón a que dichos supuesto contenidos en los artículos 446, 447 y 448 del 
código procesal penal, si cumplen con su finalidad practica. Pero de cierta forma contraviene 
la aplicación del mismo. Ya que la dogmática coincide en que el proceso inmediato 
reformado presenta una característica de excepcionalidad, precisamente porque solo debe 
aplicarse a situaciones en las que las evidencias, actos de investigación, indicios sean 
suficientes o abundantes; de tal modo que no haga falta una investigación ulterior.  
Finalmente, considero que, dentro de los supuestos de aplicación de proceso inmediato, 
podría incluirse otros delitos como los de agresiones en contra de las mujeres o integrantes 
del grupo familiar, sin que se exija que el imputado declare previamente, sino que sea 
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¿Por qué se debe aplicar el proceso inmediato para los delitos de 
omisión a la asistencia familiar? 
ESPECÍFICOS 
- ¿Cumple el delito de Omisión a la asistencia familiar con los 
supuestos preestablecidos para la aplicación del proceso 
inmediato? 
- ¿De qué manera la aplicación del proceso inmediato  seria 




- El proceso inmediato ayuda al descongestionamiento 
generado por los delitos de omisión a la asistencia familiar 
con lo que contribuye a la recientemente política de descarga 
procesal. 
ESPECÍFICOS 
- El delito de omisión a la asistencia familiar cumple con 
todos los supuestos preestablecidos para la aplicación del 
proceso inmediato. 
- La aplicación de proceso inmediato para los delitos de 
omisión a la asistencia familiar contribuyen con la 
reducción y celeridad en materia de carga procesal por lo 




Determinar si es procedente la aplicación del proceso inmediato 






- Evaluar si el delito de Omisión a la asistencia familiar cumple 
con los presupuestos para la aplicación del proceso 
inmediato. 
- Determinar como la aplicación del proceso inmediato en los 
delitos de omisión a la asistencia familiar contribuyen con la 










Población: Lima Norte 




• Delito de omisión a la asistencia familiar 
• El proceso inmediato 
CATEGORÍAS CONCEPTO SUB CATEGORÍAS 
El Delito de 
omisión a la 
Asistencia familiar 
La omisión a la asistencia 
familiar es considerado como 
un delito directo contra la 
familia, que se configura 
mediante el incumplimiento de 
la obligación de los padres a 
no asistir a sus menores hijos. 
Alimentos  
Los alimentos entonces 
engloban no solo a la comida, 
sino al sustento de la persona, 
bien pueda ser comida, ropa, 
educación, vestimenta, etc. 
Todo con el fin de asegurar 




Teniendo entonces clara la idea 
de los que deviene con el hecho 
de ser responsable o miembro 
de una familia debemos 
mencionar a la asistencia 
familiar como el deber de cada 
familia de dar protección, hablar 
de esto presupone hablar de la 
persona encargada de dar 
seguridad de quien o quienes 
dependan de él, ofreciendo las 
mínimas condiciones apropiadas 
 




para su pleno desarrollo. 
 
Elementos de Tipo Penal 
La omisión a la asistencia 
familiar como el delito directo 
contra la familia, que se 
configura mediante el 
incumplimiento de la obligación 
de los padres, el no asistir a sus 
menores hijos hace que este 
caiga dentro del presupuesto 
dado para el delito de Omisión a 
la asistencia familiar 
Proceso inmediato 
El proceso inmediato es un 
proceso especial totalmente 
distinto a un proceso común, 
pues este busca cortar el 
tiempo, saltar etapas, la 
celeridad y simplificación del 
proceso son unas de sus 
finalidades, pero estos se dan 
mayormente para aquellos 
casos en los que no se requiere 
mayor información, para que 
así el fiscal logre su 
convicción respecto al caso y 
formule su acusación. 
Supuestos Procesales 
El Proceso Inmediato, por el 
solo hecho de ser un proceso 
especial, requiere de una 
interpretación estricta de la 
norma, ya que este al presentar 
particularidades como las de 
simplificación, celeridad y 
racionalidad se debe emplear de 
manera equilibrada entre la 
eficiencia procesal y el respeto 
por las garantías procesales, por 
ello es importante aclararlos 
supuestos que existen para la 
aplicación del mismo. 
 
Mecanismos de Simplificación 
El proceso inmediato es un 
proceso especial orientado en 
las reglas de simplificación 
procesal, cuya finalidad es 
buscar que se aligere el 
procedimiento, evitando etapas 
como la de la investigación 
preparatoria 
 
MÉTODOS DE ANÁLISIS DE 
DATOS 
En la presente investigación se utilizarán las 






Guía de entrevista  
Título: “EL DELITO DE OMISION A LA ASISTENCIA FAMILIAR Y SU INCIDENCIA 
EN EL PROCESO INMEDIATO, EN LIMA NORTE, 2018” 
 
Entrevistado ________________________________________________________ 
Cargo/Profesión/Grado Académico ______________________________________ 
Institución __________________________________________________________ 
Lugar: ___________________________ Fecha: ___________ Duración: ________ 
 
1. Considera Ud. Que: ¿El delito de Omisión a la Asistencia Familiar debe ser 





2. ¿Por qué se debe considerar al delito de Omisión a la Asistencia Familiar dentro 





3. ¿Qué dificultades considera Ud. Se pueden encontrar en la aplicación del 






Determinar si es procedente la aplicación del proceso inmediato para los 














5. Puede Ud. Mencionar ¿Cuál es la figura típica para la comisión del delito de 






6. Considera Ud. ¿Qué el delito de Omisión a la asistencia familiar cumple con los 












Objetivo específico 1 
Evaluar si el delito de Omisión a la asistencia familiar cumple con los 
presupuestos para la aplicación del proceso inmediato. 
 
Objetivo específico 2 
Establecer como la aplicación del proceso inmediato en los delitos de omisión 
a la asistencia familiar contribuyen con la reducción de la carga procesal en los 
juzgados de Lima Norte 
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7. ¿De qué manera resulta eficaz la aplicación del proceso inmediato  para los 





8. Considera Ud. ¿Necesaria la obligatoriedad de la aplicación del proceso 






9.  Considera Ud. ¿Qué la inclusión del delito de omisión a la asistencia familiar en 





10. Considera Ud. Que: ¿La reforma procesal contribuye a mejorar el sistema 




































































































































GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL  
NOMBRE DEL INSTRUMENTO  : Acuerdo Plenario 2-2016/CIJ-116 





ÍTEM SI NO 
El proceso inmediato reformado, en tanto en cuanto se circunscriba a 
los delitos evidentes y a los supuestos de investigación simple o sencilla 
en modo alguno afectan el debido proceso, la tutela jurisdiccional y la 
defensa procesal. No es un proceso configurado legalmente para 
condenar a los imputados. Precisamente la realización de las audiencias 
de incoación y de juicio permite esclarecer probatoriamente el hecho 
punible con pleno cumplimiento de los principios de contradicción, 
igualdad, publicidad, inmediación y oralidad. No es, pues, un proceso 
“ofensivo” tendente a condenar irremediablemente al imputado. El rigor 
para dilucidar la existencia de sus presupuestos materiales y la ulterior 
de actuación contradictoria de la prueba, afirman la vigencia de la 
garantía de presunción de inocencia. Por consiguiente, si el resultado 
probatorio no arroja la presencia de prueba legal, fiable, corroborada y 
suficiente -que son elementos insustituibles para cumplir con esta 
garantía-derecho fundamental-, el juez está en la obligación de dictar 
sentencia absolutoria. Desde esta perspectiva, algún sector de la 
comunidad jurídica consideró que los delitos de conducción en estado de 
ebriedad o drogadicción y los delitos de omisión de asistencia familiar -
que deben considerarse como conductas propias de delincuencia común-
, presentaban dificultades para cumplir con las exigencias que requiere el 
proceso inmediato reformado. Los delitos de omisión de asistencia 
familiar vulneran las obligaciones civiles impuestas a quienes tienen 




Determinar si es procedente la aplicación del proceso inmediato para los delitos de 




aquellos, la propia existencia y demás condiciones de vida de los 
alimentistas, limitando sensiblemente su derecho de participación social. 
En consecuencia, el ámbito de protección se funda en la “seguridad” de 
los propios integrantes de la familia, basadas en deberes asistenciales y 
cuya infracción es la base del reproche penal. 
La justificación constitucional del proceso inmediato -su fundamento 
material- se basa, precisamente, en ambas nociones. Sin ellas, se vulnera 
la garantía de defensa procesal y se restringe irrazonablemente la 
garantía de tutela jurisdiccional, pues se propendería a la emisión de 
sentencias con prueba inidónea y con un nivel de celeridad que 
conspiraría contra la regularidad y equidad del proceso jurisdiccional. 
 
En razón a ello podemos considerar como los principios para la aplicación del proceso 
inmediato se cumplen, siendo ello de suma importancia para la aplicación del derecho. Es 
entonces asi como el proceso inmediato es una gran solución a la carga procesal existente, 
ello considerando a los delitos para los que pueda ser aplicados. 
Para el caso de la Omision a la asistencia familiar, es claro decir que este proceso contribuye 
de forma determinante para la resolución de conflictos, esto debido a que dichos procesos 
corresponden a una adecuada política de descarga procesal, siendo estas las reales 
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ÍTEM SI NO 
El Código Procesal Penal de 2004  estructuró el proceso penal a partir de 
un procedimiento común, destinado, desde una perspectiva general, a 
todo tipo de delitos y situaciones procesales -que a su vez se erigió en 
el procedimiento ordinario, bajo la primacía del principio procesal de 
contradicción y del principio procedimental de oralidad-, y con la plena 
asunción de las garantías constitucionales procesales que definen todo 
proceso jurisdiccional justo y equitativo, acorde con el programa procesal 
penal de la Constitución. 
Asimismo, el NCPP incorporó un conjunto de procesos especiales (Libro 
Quinto) que se sustentaron en la necesidad de tomar en cuenta diversas 
circunstancias, de derecho penal material y de derecho procesal penal; así 
como en la asunción de distintas modulaciones en la configuración de 
determinadas garantías procesales específicas y en la concreción 
diferenciada de varios principios procesales y procedimentales, con la 
finalidad de plasmar respuestas institucionales en la persecución 
procesal, adecuadas y proporcionales a los fundamentos que les dieron 
origen. 
Sin duda, el proceso inmediato nacional -de fuente italiana-, en clave de 
legitimación constitucional o de fundamento objetivo y razonable, se 
sustenta, primero, en la noción de “simplificación procesal”, cuyo 




Evaluar si el delito de Omisión a la asistencia familiar cumple con los 





Al analizar el presente acuerdo plenario, podemos ver como el delito de omisión a la 
asistencia familiar cumple con  los presupuestos para la aplicación del proceso inmediato, 
aunque existan controversias respecto a uno de los supuestos este plenario trata de corregir 
aquella mala interpretación que se quiere dar. 
Para muchos la flagrancia seria entonces una de los mas discutidos supuestos para la 
apliacion del proceso inmediato, siendo esto aclarado por este plenario que busca proteger el 




sistema probatorio para lograr una justicia célere, sin mengua de su 
efectividad; y, segundo, en el reconocimiento de que la sociedad requiere 
de una decisión rápida, a partir de la noción de “evidencia 
delictiva” o “prueba evidente”, lo que a su vez explica la reducción de 
etapas procesales o de periodos en su desarrollo. Ello, a su vez, necesita, 
como criterios de seguridad -para que la celeridad y la eficacia no se 
instauren en desmedro de la justicia-, la simplicidad del proceso y lo 
evidente o patente de las pruebas de cargo; así como, en consecuencia, 
una actividad probatoria reducida, a partir de la noción de “evidencia 
delictiva”; lo que asimismo demanda, aunque a nivel secundario pero 
siempre presente, una relación determinada entre delito objeto de 
persecución y conminación penal. 
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OBJETIVO ESPECIFICO 2 
 MARCAR 
 
ÍTEM SI NO 
En el presente caso el Juzgado del quinto Juzgado de Paz Letrado 
de Belén, resuelve expeditar mediante oficio al fiscal provincial en lo 
penal de turno las copias certificadas de las piezas pertinentes corno 
son de la liquidación y de las resoluciones respectivas, para que 
proceda conforme a sus atribuciones. El criterio judicial es fijar el 
requisito de procedibilidad y para proteger el derecho al debido 
proceso del obligado, hacer la notificación poniendo en 
conocimiento el adeudo, en el domicilio real y procesal del obligado. 
Otro punto es que mediante resolución es que el juez penal 
evaluando los hechos y pruebas FALLA CONDENANDO al 
acusado VICTOR LINARES RAMIREZ, corno autor del delito 
contra la familia OMISION DE ASISTENCIA FAMILIAR, en 
agravio de VICTOR EDUARDO, GIANCARLO Y ALMENDRA 
GERALDINE LINARES PEZO, imponiéndosele TRES AÑOS de 
pena privativa de libertad SUPENDIDA en su ejecución por el plazo 
de DOS AÑOS; sujeto a las siguientes reglas de conductas las que 
deberá obligatoriamente cumplir el sentenciado mientras dure la 
condena a) prohibición de ausentarse de la ciudad sin autorización 
previa del Juzgado penal b) comparecer cada treinta días a 
informar y justificar sobre sus actividades controlándose con su 
respectiva libreta e) cumplir con las actividades del monto total de 




Determinar como la aplicación del proceso inmediato en los delitos de omisión 
a la asistencia familiar contribuyen con la reducción de la carga procesal en 
los juzgados de Lima Norte. 
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NUEVOS SOLES E INTERESES LEGALES DE SIETE CON 
15/100 NUEVOS SOLES (S/. 2170.15) el incumplimiento de las 
mismas dará lugar a la aplicación del artículo cincuenta y nueve del 
Código penal, debido a que el imputado no ha cumplido con sus 
obligaciones respectivas. 
 
De la sentencia emitida en el juzgado de paz letrado, podemos observar como es que la 
aplicación del proceso inmediato ha formado parte para la resolución de una controversia. 
Esto pues en razón a que lo que se busca con la sanción penal es prevenir la comisión de este 
tipo de ilícitos, más que todo cuando se trata de uno que agrede directamente a la familia. 
 
Tal como mencionaba Herrera (2017), al señalar que el proceso inmediato ofrece una 
eficiente alternativa para poder obtener una sentencia rápida. Podemos decir que la 
resolución dada por el juez es atinada y esto debido a que se aplica el proceso inmediato para 
sancionar y de alguna forma prever la comisión de este, protegiendo así al menor alimentista. 
 
 
